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_ L CONGRESO de JurÍBConsulto8, co- 

'^r^^ '""^ ^" "■"'lU'-'Ji^í ou su programa, ha dedicado Bug prime- 
yriv^O ros tral)(iji>íj » imiformar la Jurisprudencia de la Amé- 
licti en lo que se reíierc al Derecho Internacional Priva- 
' >i j, que cu la actualidad tiene mucha importancia por la 
facilidad de Jas comunicaciones j el incremento de Iob 
\ Ufifroíioa mercantiles. Con frecuencia se presentan cuestiones 
(MI (juo es íiece.^iirio resolver si rejirá la ley nacional de un 
c" liiinjtTo, (') l;i (U' Kii domicilio ó la del lugar en que exis- 
ten BUS bienes. La certidumbre de las reglas que se adopten en ta- 
les casos, será provechosa tauto para lo& extranjeros cuanto para 
el Estado que lea ofrezca su hospitalidad. 
En la América llamada española es todavia mas indispensal^e 
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definir con bastante exactitud la condición de los individuos de otras 
naciones. Las nuevas repúblicas tienen en su territorio grandes gér- 
menes de riqueza; mantienen con muchos pueblos relaciones co- 
merciales; y están llamadas en una época, no muy lejana, á multi- 
plicar esas relaciones, para adquirir todo el vigor y toda la prospe- 
ridad de que pueden ser suceptibles. Es pues, muy importante que 
los extranjeros vean con claridad las reglas á que estarán sujetos, 
cuando vengan á la América; y si esas reglas les otorgaran la pro- 
tección compatible con los intereses americanos. 

Brocher, cuyas ideas recomienda el Señor Pradier Pederé, De- 
cano de nuestra Facultad de Ciencias Políticas y Administrativas, (a) 
resume los fundamentos del Derecho Internacional Privado en las 
proposiciones siguientes: 

1* « Cada uno debe estar seguro de obtener el goce de sus dere- 
chos civiles no solo en su patria, sino también en otro pais: 2^ de- 
be saber con fijeza según que leyes serán juzgados los derechos re- 
ferentes á su persona j á sus bienes y á sus actos: 3* esa competen- 
cia legislativa debe establecerse de una inanera racional y confor- 
me á la naturaleza de las cosas con el objeto de conservar los de- 
rechos adquiridos y producir la seguridad.y> 

Estas pocas palabras, que manifiestan estudios serios y miras 
muy elevadas, no han sido desatendidas en el curso de nuestras dis* 
cusiónos. 



í. 



a primera cuestión que se ha debatido en el Congreso, ha 
^^sido la de saber, cual es la ley que regulará el estado y la 
capacidad jurídica de las personas. Sobre esta materia, asi como 
sobre otras que también son impoi tantos, no hay uniformidad en 
los Códigos europeos, ni en las doctrinas de los mas acreditados 
jurisconsultos. Pothier y Story sostienen que la condición jurídi- 



(6) Véase la exposición que precede al Derecho Internacional Privado de Fiore traducida 
al francéfl. 



». ^^i 
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CA de las perEiODaB debe sujetarse á la ley de su domicilio, bien que 
se refieren al domicilio de origen, que se confunde con la naciona- 
íídad. Pero, Demangueat y otros claramente dan la preferencia á 
la ley del domicilio actual. En el concepto de esos autores, no es 
compatible con los intereses morales y políticos de un Estado con- 
ceder á los extrangeros el derecho de fijar en él su domicilio y el 
asiento priccipal de sus negocios, sin exijírles al mismo tiempo, 
que en todo lo relativo á sus personas y bienes queden sometidos 
a las leyes del pais. No conviene ciertamente, dicen, que el esta- 
do y la capacidad de las personas se rijan por la ley del lugar don- 
de estas residen transitoriamente; porque asi se harían inciertos 
los estados civiles y se daria oríjen al abuso de que uuas persona» 
fuesen mayores de edad en un país y menores en otro. Pero, cuan- 
do el extranjero esta domiciliado, entendiéndose por domicilio la 
residencia permanente y con ánimo de no variarla, parece que[ha 
consentido, si no en desprenderse enteramente de su patra, al me- 
nos en hacerse subdito de l&s leyes de su domicilio, las cuales re- 
gularán todas sus relaciones civiles. 

En este modo de discurrir se confunden los efectcs del domi- 
cilio con los que produce la naturalización. Sin embargo, hay en- 
tre ambas cosas una gran distancia. El simj le hecho de que una 
persona establezca su domicilio en un pais, no EÍgnificaque ha per- 
dido su carácter de extranjero. Para que lo pierda es necesaria la 
naturalización, mediante la cual un individuo llega á gozar de to- 
dos les derechos concedidos á los nacionales, quedando al mismo 
tiempo sujeto á todas las cargas que impone la nacionalidad. Los 
requisitos indispensables para naturalizarse son diversos y depen- 
den de las leyes política» de cada pais. Donde rije un sistema li- 
beral y se quiere que les extranjeros contribuyan á los progresos del 
pais con su talento, eus luces y su experiencia, son mayores las fa- 
cilidades para adquirir la naturalización. Pero en todas partes la ley 
designa las condiciones según las cuales otorga las ventajas de la 
nacionalidad á los que no han nacido en el pais; j mientras el ex- 
tranjero no consiente en naturalizarse, cumpliendo dichas condi- 
ciones, no puede cosiderársele como subdito del Estado donde tie- 
ne su domicilio. Profesando estas ideas, se concília el bienestar de 
los pueblos con las reglas de la justicia; se abren las puertas de la 
patria á los extranjeros útiles; y al mismo tiempo se respeta su li- 
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iMctad iadivídiial, no imponiéndoles una sujeción forzosa y coatra- 
ria á sus aspiradoues legítimas, como sucedía en la época del feu- 
dalismo. Los VÍQC11I03 que un hombre tiene con su nncion, son muy* 
estrechos y no pueden romperse sino por un hesho claro, en vir- 
tud del cual renuncio su na^ionalüad prítuitiva y adopte una nue- 
ra patria. 

El domicilio por otra parte es variable; y la misma razón que 
hay paia rashazir Li ley de la simple residencia, obra contra la 
ley del domicil'o, que t;xmbien haría incierta la condición jurídica 
de liiM persniLis. Tur rilámo, como dice Fíore, las cualidades dietin- 
tiviíjde pna ¡1 r^ii;ia smi la consecuencia de la raza, de los usos, de 
las iM-adicioriGS qu 1 t'\i:^tcn en el lugar de su nacimiento; eá una pa- 
labra, duleonJLintD (le todos los elementos que constituyen el ca- 
rác'.er y el genio do cala pueblo. No es posible, pjrco.isiguienle, ad- 
mitir^ qjie osa-i ciuiliJales cambien con el domicilio, produciendo 
sn loi ne^fjcioi m.ij iiaportantea de la vida civil una instabilidad 
fuiíe t u 

Por tolos estos motivo '• el Ojugre^o de Jurisconsultos, después 
de 6Xam;i^1íisdifortíut0<.opin'ones, ha adoptado el principio que 
a,e eatabloyeon la legi'^lit -i'm civilde Francia, en la de Bélgica, 
en la de Berna y cu lii ibl nuevo reino de Italia; á saber, que la ley 
nacional de laípersonn es la reguladjra do su esía.lo y capacidad. 

Al aceptároste priucipio so ha creídD que él no puede co:ivertir- 
se en una Itjy positiva, sin darle una forma compatible con los 1¡- 
miles á que debe e;i;tar Gañida l:i jurisdicción nacional. Las repii- 
bUcas nm-iricanas no pueden imponer preceptos á lo3 Estados que 
uo lian teniíli re]ireseut.ac¡on en el Congreso de Juristas: uO pue- 
den di-;pouer que sus rogl;i3 ten^'an oíiservancia en otros países, 
cuyas legislaciones a loptea sistemas diversos y aun contrarios. En 
Prusía el csl^ado y Lis cualidades personales se rijen por la ley del 
domicilio re il do lim personas; pjro con la calidad de que si él con- 
trato so celebra por un extrajero en el territorio prusiano y sobre ob- 
jetos que se eucueati'eu euél, se preSera, entre la ley del domicilio 
y la prusiana, aquella quemas favorezca la validez de la conven- 
ción. En otros Estados se sigue el sistema de Fíore; pero con al- 
gunas modificaciones. 

Las repúblicas signatarias no podrán evitar, pues, que bus ciu- 
dadanos cuando residan en otro país, queden somatidos álaaleyei 



de sn residencia. Pero, aplicarán los principios que hubieses acep- 
tado, si las eaesíiones sobre el derecho de las personas se ventí- 
lasen ante sos tribnnales. 



íí. 






¡ol¡[f uando los extranjeros han adquirido ini:i í.tríntia en^ 
*^)*JoDde residen ó están dcmi ciliados, yuváo siiceileriflitTá^ 
de su patria sobre el modo de regular los (i(;rorUus real^^ílicriin 
de las que rijen en el lugar de su residencia ú d.^miciüifl'...'^ si*lo 
por tanto inevitable asordarlas reglas cunvtniüiites psfniíeolver 
tales conflictos. 

Todos los códigosmodemos establecen, que los-ljienes inmuebles 
deben rejirse p^r la ley de su situacini. Fortidis fuuJa'flkture, la so- 
bre el principio de la soberanía territorial. En mi ili^ctuso pioniin- 
ciado ante el Ccn:ejo de Estado sobre el títnli> jri .íihíi;¡h' (K1 Có- 
digo de Napoleón, dice: uLa soberanía es indivisible. Ella dejaría 
de ser'o^ si las porciones de un mismo territorio pudiesen ser teji- 
das por leyes que no emanasen de su soberan'a. Está, pues, en la 
misma esencia de las cosas, que los inmuebles, cuyo conjunto Jorma 
el territorio público de un pueblo, sean regidos por leu leyes de ése 
pueblo, aunque una parte de eios inmuebles sea poseida por ex- 
tranjeros. 

La soberfinfa de un Estado, en efecto, incluye el derecho de arre- 
glar el r/'gimen de la propiedad en la forma y el modo mas coQve- , 
nientes á sus intereses poHtícos y económicos. Supongamos que los 
extranjeros no estén sujetos ¿ las leyes del país en lo que hace rela- 
ción á sus bienes; y se introducirá nn gran trastorno en los nego- 
cios civiles. Los austríacos estarán sujetos á la ley austriaca; los 
franceses á la francesa; los italianos á la italiana etc., y en tal caso 
llegarán á ser ilusorios los fines que el legislador nacional se pro- 
puso al regular la adquisición, el goce y la trasmisión de los bie- 
nes inmuebles. La doctrina de Fortalis es también la de Merliu, 



Fcelix, Marcadé, 7 casi todos los jarÍ820DStiltos. Marcadé, dice: 
tPermiíi- que un territorio sea fraccionado jurídicamente para qw 
ius diversas partes sean regidas por tantas legislaciones cuantas 
sean las diferentes clases de extranjeros que residen en el país, se- 
ria trastornar el orden nacional y romper la unidad de la soberanía.* 

A todos esos inconvementes es preciso afiadir las trabas embara- 
SO8S8 que tendría la admimstracion de justicia, establecida la nece- 
sidad de qne los jueces aplicasen las legislaciones extranjeras á ca- 
da paso en liis cuestiones qne se ofreciesen sobre la propiedad. Es 
preciso también cimsiiierarlas redes que se tenderian á la buena fé, 
ignorante de Jus roquifitos esijiduspor las leyes extrafias para la 
validez de mnclios autos jurídicos. 

La ley territoríiil eñ, pues, la que debe decir cuáles cosas sob 
mi\eblesy cuáles inmuebles, asi como el modo de adqaiiir estas i'il- 
times, las cargas de que son susceptibles, los deiechos de sus 
dueños ó poFecdores y las cansas por las cuales se puede perder sn 
pos'^^ioD ó su dominio. Los extranjeros, sin embargo, son Iil>res 
en todo agueüoque nocoiitraiia las bases sobre que descansa la le- 
gislación civil de la KepiiLlica. Etta es la doctrina racional y la que 
se coiicilin nu sulu vvu los intereses especiales de cada Estado, si- 
no taml ien con las atribuciones anexas & bu soberanía. 

En cuanto á los bienes muebles, las opiniones e.«tán mas dividi- 
das. Los Códigos de los paises mas civilizados no están acordes so- 
bre el particular; y la discusión dura todavía entre todos los juris- 
consultos. Unos sostienen ccmo regla general, que los muebles de- 
ben estar sujetos á la ley del domicilio; otros proclaman el imperio 
de la ley nacional délos dueños ó poseedores; otros pretenden que 
los muebles, del miemomodo que los inmuebles, sean rejidos por 
la ley del Ingur en que están situados. Hay ademas una escuela que 
acepta, por decirlo así, un término medio y según la cual deben ser 
reglados per la ley del país tan roIo los muebles que tienen en él 
.una situacicn petmanente, sujetándose á la ley del domicilio ó á la 
nacional los que el extranjero lleva siempre consigo y bou de su 
uso personal, así como los que tiene para trasladarlos á otro lugar 
extraño ó venderlos en él. El Código arjentino ha adoptado esta 
solución, apoyándose en la autoridad de Story. 

En medio de esta variedad de opiniones ha sido preciso analizar 



la cuestioc, examinar los diferéotes casos, y decittirse en favor d» 
aquella regla que pueda llevarse á cabo con menos incoavementefi. 
fiavignj, que se ha propuesto profundizar esta materia, comienza 
por preguntar si en la misma naturaleza de las cosas muebles é in- 
muebles hay nn motivo para someterlas á leyes locales diferentes. 

El cree que ese motivo no ecsiste, y que la causa de la diversi- 
dad de pareceres consiste en que se ha planteado la cuestión en tér- 
minos muy abstractos, sin atender á todas las sitaaciones que 8e 
.presentan en la vida real de las personas. Savigay se propone exa- 
minar esas diferentes situaciones, y cree fácil deRculnir así el ele- 
mento de verdad qne hay en la opinión de los quu ¡nvocan para las 
-ocsas muebles la observancia de la ley del domii'ilio. 

Según ese autor, cuando se considera el lugar ocupado por las 
cosas muebles en el espacio, se presentan dos 6t'.A-^3 enteramente 
opuestos y sobre los cuales no se puede legislar del mismo modo. 
El lugar ocnpado por la cosa mueble puede ser tan indeterminado 
y variable, que sea muy difícil tener una idea fijsiílel pniitu en que 
se halla, lo que excluye la sujeción volnntflria á la ley local de ese 
ten ¡torio. Un viajero, conducido en ana diligencia ó en un ferro- 
carril con su equipaje, puede en un solo din recorrer diversos paf* 
ses, sin cuidarse 'le saber cual es aquel en que se encuentra mo- 
mentáneamente. Sucede lo mismo,cuaEdo el comerciante lleva un 
cargamento de mercaderías á un país lejano, tocandj en diferentes 
puerto.'', durAnte su viaje. En todas estas circunstan2Ía^, dice Sa- 
vigny, importa crear con el pensamiento im lugar que represente la 
situación del bien mueble por un tiempo mas ó menos largo. Ave- 
ces ese lugar es indicado de nna manera cierta p^r ta voluutad del 
propietario: las mas veces coincide con su domicilio. Savigny pien- 
sa que por huberse considerado tan solo estos últimos casos, se ha 
pretendido aplicar generalmente á las cosas mueble^ la ley del do- 
micilio. 

El otro caso enteramente opuesto es aquel en que los muebles 
están destinados á permanecer en un lugar, como los instrumentos 
necesarios pura el cultivo de un fundo nóstico, los muebles de una 
«asa y los libros de nna biblioteca. 

Ninguna razón hoy y aia que efOB bienes dejen de estar eujetci 
á la ley de su situación real Es verdad que no obstante el uso á 
que se les aplicado, pueden trasladarse á otro lugar por algún 



ca;j-rO ímprerlít}. Pero, eias traíli^ljasj a^^íian'alai no bistAn 
pjra f.iadar ntu regla. 

Savígny dice, qoa entre ews dos caws extramis de qae ae ha 
)uUai'>, hay otros macb )s intsnnadíos. ctoi} el áe tin TÍajero qne 
p9r oear7«D?ias in;speraU* se ds^ene en nn lujar mis ó meaos 
tíem;>o, y añade qae en tal BÍtaicioa es pra^is-i entallar las cir- 
«nn<rtaneia9 partícoUres para determinar U ley qae debe rejir los 
muebles. 

Bien se cimbrea le qTieUopiabnd^Sivigiy en cnanto á las dos 
ntnscíooe-. qn^é! llama extremas, poe le a Imitírse sin oontrarür 
tos^paBeipí 'S mii fAi'Táifi de U cí^noia. lAficcíonjarídícaqneél 
•oap^s psra los iji'](;!>l<!s qae eftái Je tránñt) en an paísón^ exis~ 
ton ee él siuo il; un 1 niñera presiria, se faida ea noa nemidad 
impertoM; a^í r >:n ' l-i sQJaújQ á la ley terátoríal, para los mue- 
bles eoDwderadM ' n <! ca^o enteramente opassto, no sepaedeim- 
jmgiureon ar;riuii< utos vidriosos. 

VA mtlivo i>ir (A c.iitmic'iosjariscon^nltos sostienen que la 1^ 
d^! pat i nj debe rejir Ijs bienes maebles á-) loí extranjeros, consi^tto 
en qae U aesíja l>;;^il sobre tos bienes de esa e3peoie poe le ser f&- 
cilminteelali tu; [> ieiqa8 89m3'iJa» h'iyili ley eipañol:i. mañana 
utieieu estarlj á ];i in^cle-ta, seg'in la vjla'ital dsl propietario. No 
existe,. dío3n los pnrtiJarios de eia doctrina, naa relaMon eHrecha 
y permanan'e eatre bs bteoí) mxableí y la ley del In^ar en donde 
están sitnabí. Pero coanlo se trata de ba qae tienen nni sitoa- 
don eitüb'e en el territorio del Bitadj, todaí esascanúleraciones, 
tengan ó n^ na gran v-ibr jarídtsa, disaparecea pir ojmpleto. 

E-I perfeelam'intg apUcabla á b) bien3i miableí qae no tienen 
en el piís ana etHtiaúa traasitor'a, lo qie ei^ribs Liarent stbre 
esta miterla: Sise puede hicer ahitraccion, d' 03, de las tradicUt- 
ne», es preoino rechizarla distinción de los m/tehles é inmuebles. 
Ella no tiene fundimmto racional. Li consideración dzl valor m 
M un motivo jurídicn; y sise le inooca, la balanza seria por lo mi- 
nos igual entre la rijuezt m wil jf la iam mil. Sí dice que los mue- 
bles simen parj. el uno de la persona. Etta es verdad respecto de 
algunas cosas; pero no lo es respecto de la* acciones y obligaciones 
creadas por el cim-.rcio y la iai-ntrii. E'Jat sirven á ¡aper- 
sona del mismj m'>di? qae los inm-tibles, es decir, como un 
iaktrujnentQ de deiarrollo intelectual y moral. 



Ea cuanto á las diferentes graduaciones que pueden eri tir en- 
tre la^> d)3 8itaiei3ní)3 extremn, en que puede hallarse li riqueza 
móvil, es preciso también acaptar alguna regla y nu dejar Ias cosas 
en una fluctuación que causaría cuestiones muy embarazosas y fi»- 
«uentcs. 

¿Pero, coal es la ley que debe servir de nonna? ¿Se aceptará la 
ley déla situación? Ebo seria exponerse é perturbaciones funes- 
tas. Las cosas muebles que no timen asiento fijo en unterrit .río, 
están siempre espuestas á v.iriar de lugar, atMidida la multitud y 
celer dad de los medies de ccmnmraci(D que liaiii n ¿ifidl tn ma- 
chos casos l;i determinación de la ley que debe ser upa lada. Si se 
pueden presentar casi todos ios diai esos obstá'Juli)^: sí conviene 
dar la seguridad posible á las relaciones civiles; y si t il íiq puede 
obtenerse, adoptai:d) una ficción jnrídii*a, como Sa^ ¡.íjny y otros au- 
tores la proponen para los bienes ambulantes, la lazmi y l.»s inte- 
reses del c mírelo indican también esa pirtido couii un modo de 
rosulver la cuesion que t m'o divide bs p-irejere^. Eí:e gí g1 piíte- 
ma que 83 hi seguido en elGJdig) arjeajino, cuyis dispasiciones 
ha aceptado el C^ngresj dsJarisiaí, aunque sostituyendo á la J^ 
del doiiiidilo, la nacioiml del <1neño ó poseedor de los bienes. 

Esta sostitncion ba pmecído mas conforme al orden lógico y mas 
^proposito para nllaiiar to las las dt&iultadss; porque si la riqueza 
móvil, no adherida al país, debe ser considerada como nn acceso- 
rio de la persona para darle nna ley algo cierta y estaltle, convieoie 
sin duda preferir la ley nacional, que tiene una relación mas es- 
trecha con el dueño de psa riqueza y puede ser mas fácilmente com- 
pi-cbada. Esto tumbitn es ccmfcime á las dcclnnaii aceptadas en 
la jurisprudencia moderna. 



íli. 



ajjSr asaré ahora á exponer los fnndnmentos de las disposieionce a- 
^pn probadas sóbrelos contratos celebrados fuei a de las Repúblicas 
signatarias, Aqnf el terretio no es tan escabroso ni oscuro. En la ac- 
tualidad todos los jurisconsultos y todus las legislaciones nc^}tan 
las mismas reglas: en todas partas ae reconoce la necesidad ■de.ob. 
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servarlaB con rigarosa exactitad. Los qae pretenden derivar el de- 
Koho ÍDtemacionHl privado de la convemencia de los Estados; los 
qne qa'eren deducirlo del respeto á ciertos derechos inviolables de 
los extraajeras; los qne admiten la división d<i las leyesen estatu- 
tos reales y personales; y los que rechazan abidrtamente esa clasi- 
ficación cjmo origen de disputas y obscuridades; todos convienen 
en que la foima y ia subiaociii de los contratos ajustados fuera del 
pais deben regirse poi' las leyes vigentes en el lagar donde han sido 
celcbíalos- 

llablaudj Je la forma de los contratos, dice Mariin: (a.) 

JVo pfT vn Tfín/ivn de conveniencia se ha prejerido, en cuanto á 
laftirwa de tos actas, la ley del lugar en que ellos han pasado: los 
verdadero* prinripios han determinado esa elección. En efecto, loa 
avíos recibín fu ser en el lugar en que lian ocurrido: la ley de ese 
Ivgar es {a qve Us da vida; y por consiguiente ella es la que debe 
re¿ lar y ir.ridljicur xu forma. 

En cuanto fl la substancia de los contra'os, Fiore y Fcelis fun- 
diin ]>i feg'imlareglaen la sumtsioD voliintaria diilas partes á la 
ley di lugnr í?oade se re^rzó el actj jurídico. Según el prime- 
ro de íeos ou ores, eutu(3o b» que d pende dul libre arbitrio de loa 
ijoninitantcs, ^e dele presumir que ellos se han referido á la ley 
del lugar donde Stíiía perfecúonalo iaobligaciuii; de 1j que resalta, 
que I 8 foudiciones necesarias para la validez del acto y para que 
ét pr>>diizca sus efectos juridicos, deben ser juzgadas según esa mis- 
ma Ity. Sin embargo, W'h(at3n y otros autores ace|)taQ la misma 
c<nt]u&i<.n, apoyándose tan solo en los derechos inherentes á la 
sobetania de los Esta lus. Tolos los acror. juridicos quspasnu en un 
pí.Í6, ef-laii sujeti 8, t epun esa oiunion, á la ley IochI, que di fuerza 
la obligación, arma á lus pirtesde los meJius iniHspen>)ables para 
exigir el (umplÍmi«nto de lo estipulad'; y portante debe fijar lac 
coniliciores t^egun las cuates iutsrpoiie su au'.orida J, deolaraa lo vá- 
lidos UDosactosypr hil.ijndo otros, pnra conservar en su tarritorio 
el imperio de la justicia. Fero, sí esas d jctrinas maaífie^tia alguna 
diversidad eo las premisas, convienen eu Jas mis ñas conolusio- 
nsd, que son las aceptadas en los artículos 4^." y 5.°. 

BopBrtoiio T°. prenre ••«. 0. 1 8 ut. l.> n.* &. 
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Parece aqui oporUiuo hBC3r algunas advertencias sobre los motir 
vos de las restricciones contenidas en el I"" de esos aitícLlos. Pre- 
tenden algunos que cuando un contrato se cumpla en un país dis* 
tinto de aquel en que se ha celebrado, se sujete en todo á las leyes 
del lugar de la ejecución. Fiore recomieni a muc ho la diferencia en- 
tre lo que se llama el vinculum juris y el onus conventionis. El 
vinculum juris^ según Fiore, es la obligación derivada del mu- 
tuo consentimiento de los contratantes: el ontLs conventionis com- 
prende lo relativo á la manera de cumplir lo estipulado. El lazo 
jurídico debe regularse en cualquier caso por la ley del país en que 
el contrato se ha CBlebrado; pero la manera de cumplir la obliga- 
ción se rejirá por la ley del lugar en qne ha de ser ejecuta da. (o) 
Foelix poco mas ó menos opimí del mismo modo. Según este autor, 
cuando por la naturaleza del contrato ó \\ voluntad de las partes 
el KCto jurídico ha de realizarse en un lui^ar diverso de aquel en que 
ha recibido su perfección; la ley de este último lugar determinará las 
foimalidades delaenlrega ó del pago, la mensura de las tierras ó de 
los muebles enajenados, la manera en que ha de euti egarse el precio, 
lo que constituye la mora y la responsabilidad que ella prcduce en 
euanto á daños y perjuicios (¿). En el Congreso de Juristas se ha 
tenido en consideración, que pueden presentarse dos casos en los 
cuales no seria justo, ni conveliente ef tablectr la misma regla. Re 
haresuelto, pues, que si el contrato se ejecuta accidentalmente en un 
país diverso de aquel en que fué celebrado, la validez y los efectos 
jurídicos de sus estipulaciones se subordinen á las leyes del lugar 
de su celebración; pero, que al contrario dependan de las leyei de 
las Repúblicas, si el contrato ha de cumplirse precisamente en ellas, 
ya porque así lo exije su naturaleza, ya por una disposición expre- 
sa de las partes. Esta es la opiuion de Savigny y Story y también 
la mas conforme al principio de que al cumplirse un contrato debe 
respetarse la voluntad eipresa ó tácita de los ccctratantes, en lo 
que no ee oponga las leyes prchibitivas del lugar de la ejecución. 



(•) Derecho latexBAdcaal FriTtdc, lib. 3* N, 24S. 

(b) TrAlado d« Dereeto Inteniadonal Piivado, lib. 9H. 98. 



— 14 — 



í¥ 




jespues de haber establecido todas las reglas precedentes, se ha 
'dedicado un título á los matrimonios contraidos por extranjeros, 
dentro ó fueradelaEepública. Grandes disputas se han promovido y 
se promueven todavía sobre el modo de regular los efectos civiles 
de eFos enlaces. Si el matrimonio pudiera considerarse como un 
simple contrato, todos los obstáculos desaparecerán; todas las opi- 
niones estarían uniformes ; y los principios antes espuestos bata- 
rian para facilitar en todos los casos soluciones satisfactorias. Pero, 
el matrimonio, aunque mirado bajo cierto aspecto participa en al- 
go de la fiaturaleza de los contratos, es al mismo tiempo una ve- 
nerable institución, que dá oríjen á la familia, produce entre sus 
miembros las mas 6agra«'as relaciones y ejerce una gran influencia 
sobre la suerte de los pueblos. I.a unión conyugal no puede que- 
dar, pues, sujeta enteramente á la voluntad de las partes. La ley 
tiene que otorgarle bu pro!eccion, fijarle sus condiciones y garan- 
tir el cumplimiento de ellas para que el matrimonio alcance sus 
altos fines y no trastorue los fundamentos del orden social. 

Que la capacic^ad para casarle debe per reglada por la ley nacio- 
nal de los contrayentes; y la foima del matrirnonio perla ley del 
lugar de su celebración, son ya en el dia verdades generalmente 
reconocidas. la deteiminí cien de la ley que ha de rejir L s dere- 
chos y deleres entre los cónyuges y entre éstos y sus hijos, es la 
causa de todas las controversias. Dos escuelas se disputan el triun- 
fo con el mas grande ardor. Una de < lias pr« tt nde que se aplique la 
ley del domicilio conyugal; y la otra dá la preferencia á la ley 
nacional del marido,'que es el jefe de la familia. 

En el código civil de Francia se ha sancionado la primera de esas 
doctiinas, aunque no aceptándola claramente en toda su exten- 
sión y en todas sus conpecuencias. Se proclama el principio; pero, 
mutilándolo: ee habla de los franceres, pero nada se dice sobre los 
naturales de las otras naciones. £1 art. 170d'l citado código pres- 
cribe, que el matrimonio ecntraido en país extranjero entre france- 
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ses ó entre un franoésy una extranjera, será válido si se hubiesen 
observado las formalidades prescritas en ese país, con tal que no 
se haya contravenido á las disposiciones del capítulo anterior que 
determina la capacidad de los esposos y los impedimentos diri- 
mentes é impedientes. Portalis, al comentar ese artículo, parece 
inclinado á darle una significación mas amplia, aunque contrayén- 
dose siempre á los franceses. La forma del contrato^ dice, es regla- 
da por la ley del lugar en que se ha celebrado. Mas todo lo que 
corresponde á la sustancia misma del contrato^ á las cualidades y 
condiciones que determinan la c ipacidad de los contrayente ^^ cm 
tinúa siendo dirijidopor las leyei francesas. 

Félix dica: que por no mencionarse en el artículo 170 d^! C '/di- 
go /ranees los matrimonios celebrados en Francia por extranjeros, 
la cuestión sobre la validez de tales matrimonios hj quedado suje- 
ta á\ los principios generales del derecho; y en otra parte de su obra 
ya citada sostiene de una manera muy explícita, que la ley nacio- 
nal del marido ei la competente para regular las relaciones de fa- 
milia. ( a ) La opinión que Foelix emite en C3e pisaje, no es aisla- 
da: tiene en la actualidad el apoyo de autoridades respetables. La 
profesan también Fiore, Brocher, Laurent, nuestro Decano de 
ciencias políticas, Mizzoni y algunos jurisconsultos notables de Ita- 
lia, cuyo código civil ha sancionado esa doctrina con algupas lími- 
taciones.(b)Los jurisconsultos modernos, y con espe3Íalidai Fioro, no 
quieren medios empíricos para resolver los conflictos de las lejisla- 
ciones: no se contentan oon exponer lo que existe, ni tampoco a- 
ceptan algunas tradiciones que les parecen viciosas. Su propósi- 
to es mirar las cosa desde un punto mas elevado; asentar los ver- 
daderos principios y aplicarbs ea términos convenientes para no 
alterar en los Estados las bases esenciales de su organización civil 
y sus instituciones políticas. Para ellos, las legítimas reglas del Da 
recho Internacional Privado están muy lejos de ser arbitrarias: son 
por el contrario decisiones de la razón ilustrada, y por tanto deben 

r 

tener un fundamento científico. Ssgun esta teoría, aunque cada 
Estado es soberano é independiente, no puede vivir en un aislamien- 



j(a) Foálix Dareclio IntemacioTial Privado lib. !• título I» lí« 33. 

(b) Título 6<> Dd las dispDsiolonds ^aneralaa dalojdlgo italiauo. El eatalo j la oapaqidal da U) 
personas, así como las relaciones de f amlia, son rejidas por la lej de la nicion á la oual ellas per- 
tenecen. 4 
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tto absoluto; porque sean cuales fueren el grado de sti ilustraeiou y 
sus fuerzas productoras, le es indispensable comunicarse con otras na 
cianes para cambiar suB|)roductos,.y satisfacer muchas de sus nece- 
sidades; de lo que resulta que la división del trabajo .y el interés de 
la asociación unen jnas ó menos á loe ,pueblos civilizados, fomen- 
tando el comercio internacional, que contiibuye tan poderosamente 
al progreso del género humano. 

En medio de esas vastas relaciones Ja ciencia no puede guardar 
silencio : tiene que establecer sus preceptos para poner en armonía 
todos los derechos y todos los intereses legítimos. ^Sobre^l Derecho 
Internacional J^rivado el jprincípio, >egulftdor es semejante al que 
«estrÍDJe la acción de la ley positiva en el seno de las sociedades civi- 
les. Asi como el.lejislador tiene que detenerse ante el ^ejercicio 
inofensivo de la libertad humana, de esa libertad que no ^aña ni los 
derechos individuales, ni los del Estado; asi cada nación, aunque 
ciertamente es soberana y ejerce una jnrisdiccion plena dentro de 
los límites de su territorio, no debe estorbar el derecho de Jos ex- 
tranjeros, ni contrariar sus afcciones nacionales, cuando de ello 
ningún daño resulta. Este principio no tiene «las que una sanción 
puramente moral: puede ser violado impunemente ó por un error 
de la intelijencia ó por un abuso de poder. Mas no por eso dejará 
d e ser un principio luminoso que servirá de guia á los pueblos en la 
senda de la civilización. 

Tratándose de matrimonios celebrados entre extranjeros, es pre- 
ciso establecer una distinción entre las relaciones que se refieren 
á los intereses privados de los cónyuges ,^y las que tienen por objeto 
-conservar la moralidad y dirijir él ejercicio 4el poder «dontéstico en 
las familias. Los extranjeros desde que pisan eUerritorio de un país, 
están obligados á respetar su soberanía, y no pueden invocar de- 
rechos contrarios á las leyes que en el lugar de su residencia ó do- 
micilio están destinadas á tx)n6ervar el orden público y las buenas 
costumbres. Mas en todo lo que pertenezca á sus derechos mera- 
mente privados, pueden estar sometidos á sus leyes nacionales. 

Que los cónyuges están obligados á una fídeUdad recíproca; 
que el marido es el jefe de la familia; que debe vivir con su muger y 
costearle la subsistencia en proporción á sus facultades; que el ma- 
rido y la mujer tienen la obligación de alimentar y educar á bus 
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1iijos;'^lB8tas y otras^Sisposiciones de igual naturaleza, quis se répu- 
tau iiidÍ9|»eDsables para salvar altos intereses del Estado, obligan á 
todos los habitantes, sean nacionales ó extranjeros, ya se hayan ca- 
sado en el país ó fuera de él. Tal es la teoría que se ha presenta- 
do en el terreno de la discusión promovida por los hombres dedica- 
dos a estudios tan graves y de tan grande importancia. 

Mi opiníoii primitiva ha sido ^ue concias pi-ecauciories convenieír-' 
tes se siga el movimiento reformador de eéas doctrinas; porque 
ellas me han parecido mas conformes á la ciencia y mas á^ropói^- 
to para favorecer una inmigración provechosa, qtle tanto necesitan 
los pueblos Americanos. Es defto ^ue al conceder effectos extraterri- 
toriales á ciertas leyes extranjeras sobre -matrimonios, es preciso 
obrar conuriucha cautela: también es cierto que conviene disiparlas 
oscuridades, y dar á los Tribunales un criterio seguro, para que en 
-las cuestiones elevadas ásu cosiocimiento comprendan' con 'facilidad 
cuales sosi las leyes ■per4;eneoiente8 ál derecho público del país y sin 
cuya fiel observancia se perturbaría el orden de la Nación. Esto lio 
podría conseguirse concuna fórmula sintética: no bastarla ^la enun- 
ciadion «de un principio, como sucede en ok*as materias: seria pre^ 
ciso designar los casos en que las Ic^es patrias prevalecerán sobre 
las extranjeras, como se -ha practicado ya en el Código Civil de Ita- 
lia. Tales «aclaraciones removerían por lo menos las mayores difi- 
cultades, evkarian muchas reclamaciones y simplificarían 4as con- 
troversias judiciales que se pudiesen promover. 

No obstante, algunos añores Plenipotenciarios hsta creiáo que 
hay otr^s razones de ún^órden elevado t)ara no aceptar ese sistema, 
aunqfue se presenta revestido de un aparato científico. En el sentir 
de dichos Señores, llamada la América española por la fertilidad de 
su territorio y sus instituciones generosas á recibir una inmigra- 
*cion abundante de todas las partes del mundo, consideraría como 
un inconveniente para su reposo y sus progresos, permitir que ri- 
. jiesen] en sus Estados las leyes matrimoniales de otroé "paise^. 
Si los extranjeros, cuando se casen en las Kepúblicans ó vengan á 
ella casados, han de sujetarse, no alas leyes de su dolnicilio, sino á 
las de su patría en todo lo perteneciente á sus derechos y deberes 
de familia, llegtirán á formar con el tiempo colonias mas ó menos 
numerosas, que complicarán sus relaciones con el resto de la po- 
blación, causarán conflictos frecuentes y embarazar á¡n la marcha 
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regular y tranquila de la socioiad en que ejerzan sus iniuitriai ó^ 
profesioaas. No e3 esto, se ha dicho, lo que conviene á los intere- 
ses ameácanDS, sino al contrario propender á la asimilación del ele- 
mento extranjero. Bueno es conceder á los naturales de otras na- 
ciones los mismos dereshos civiles de que gozan lo3 ciudadanos; 
huenD es también ofrecerles las garantías necesarias, para que pue- 
dan dedicarse á tin trabajo honroso y levantar una fortuna bajo el 
amparo del sistema republicano, Pero, también es preciso evitar 
que las familias formadas por ellos, constituyan grupos en que rei- 
nen legislacijiijs diversas y aun opuestas entre sí: es preciso pro- 
curar que esis familias se adhieran, en cuanto sea posible, á nuestro 
régimen civil, para que al fin lleguen á mirar á la América como á 
su Patria adoptiva. 

A conseguir tal objeto, tienden ciertas le^sae' fandamdntales de 
los pueblos americanos. Según la Constitución del Peni, son pe- 
ruanos todos los nacidos en la Bepública. Lo mismo se ha sancio- 
nado en la Kspública Argentina, Chile, BDlivia, el Ecuador, los 
Estados Unidos de Venezuela y lo 3 de Colombia. Los artículos qu3 
contienen esa disposición, son genoraleí: comprenden á los hijos 
de extranjeros, sean estos domicilialosó no; y en un precepto de 
esta naturaleza han visto algunos Sañoies Plenipotenciarios un obs- 
táculo insuperable para admitir el imperio de leyes estrañas sobre 
las relaciones procedentes del matrimonio. Si los nacidos en la Re- 
pública, se ha dicho, son nacionales, no pueden tenar deberé? ni 
derechos establecidos por las leyes de otros Estados; porque eso 
los colocaria en una situación anómala, presentaria muchas dificul- 
tades y menoscabarla las atribuciones anexas á la sobarania terri- 
torial. 

Por otra parie, las leyes que declaran la nacionalidad de los naci- 
dos en la Rapáblica^ no pueden derogarse ni alterarsa sino por 
motivos poderosos; cuando así lo exija la o;oinion pública y pre- 
vios los trámites designados para cualquiera reformí constituoionxl, 
siendo ademas digno de atención, que esa? leyes han echado ya rai- 
ces profundas con el trascurso da los años. Apesar de las agi- 
taciones que han sufrido algunos pueblo) da América para organi- 
zarse de una manara definitiva: en madio de las luchas que sus 
hombres públicos han sostenido para lo jrar el triunfo de sus idea^ 
políticas, las reglas que determinan la nacionalidad, se han conser- 
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vado inalterables y se han reputado como una salvaguardia de la 
paz interior y exterior. 

Estai razones, aducidas en el cur^o de los debates, han paraoido 
suficientes á la mayoría del Congreso de Jurisconsultos para seguir 
re 'Ueltamente las doctrinas de Rtory, adoptadas en el código Arjen- 
tino y en el del Estado deLuisiana. S'ory pretendq,qu3 la ley de- 
domicilio conyugal rijft los derechos y deberes que emanan delmatril 
moni); quolas capitulasiones matrimoniales regulen los bienes; y 
que á filta de ellai, impere la ley del mismo domicilio conyugal. 

Pero sí esta teoria se admite sin ninguna modificación: si S3 en- 
tiende que la ley del domicilio del marido al tiempo de celebrarse 
el matrimonio, e^ la que determina los derechos y deberes de fami- 
lia, la regla que se quiere e5table3er quedará expueiita alas misma ; 
objeciones que la doctrina contraria. Las familias (jue vengan á es- 
table3ers3 en el país, deborán estar sujetas en todas esas relaciones 
á la ley dilluga donda estaban domiciliados los cónyuges al tiem- 
po d3 contraer su matrimonio; y seria preferible en tal caso acep- 
tar la ley nacional, que estando mas ligada con los recien venidos, 
por el amor natural que los hombres profesan á su patria, facilitaría 
el ingreso de familias extranjeras. Para evitar tal inconveniente, 
qu3 es alo que a spiran Story y otros jurisconsultos americanos, se ha 
hc3ho inevitable admitir la instabilidad de la ley reguladora, pro- 
clamando que si los cónyuges abandonan su primitivo domicilio con- 
yugal y se establecen en otra nación, quedarán sometidos á la ley de 
su nuevo domicilio. No hay otro remedio para el mal que tanto se te- 
me: no hay otro modo de impedir que las leyes matrimoniales de 
otros países produzcan efectos extraterritoriales. 

La mayoría del Congreso de Juristas ha aceptado también estas 
consecuencias. Luego que los extranjeros pisen el territorio de cada 
Uepública, quedarán por este solo hecho bajo la acción de las leyes 
del país/ya sobre sus derechos y debares personales, ya en todo lo re- 
lativo á sus bienes, salvas la) capitulaciones matrimoniales, que 
prodacirán sus efectos con las restricciones impuestas á los demás 
contratos. 
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V, 




ftra de las cuestiones qoie se bau examinado detenidamente, es 
>la que se refiere al modo de reglar la sucesión testamentaria en 
los bienes de los extanjeros. 

Ninguna dificultad se ba presentado para tceptar. que la forma 
del testamento se juzgará por la ley del lugar en que se baya otor- 
gado. Lo que se ba ventilado en algunas conferencias antes de lle- 
gar á un acuerdo definitivo, es la cuestión sobre la ley, á cuyo im 
perio se someterán las disposiciones testamentarias y la suceciou 
intestada. 

Un extanjero puede fallecer testado ó intestado en la República, 
y tener en ella el todo ó parte de sus bienes; también puede suce- 
der que poseyendo bienes en la República, teste ó muera intestado 
en otro país; puede tener cónjniges é bijos nacidos en laRepbúlica; 
y en todos estos casos es menester determinar como se regulará 
la trasmisión de la berencia. 

La filosofía jurídica considera la sucesión bereditaria como una 
emanación directa del derecbo de propiedad, en virtud del cual el 
bombre dispone libremente de sus bienes, según convenga á susne- 
cecidades, intereses y propensiones. Si no se ocurre á ese derecbo, es 
muy difícil explicar por que se reconoce en el testador la facultad de 
ordenar la distribución y administración de su patrimonio para des- 
pués de su muerte. La sucesión intestada tiene elmi&mo fundamen- 
to: en todas partes es reputada como la voluntad presunta del testa- 
dor. La ley positiva, es verdad, regla y aim restringe esas manifes- 
taciones del derecbo de propiedad: establece la berencia forzosa á 
favor de algunas personas, fija la cuota disponible, señala la canti- 
dad de las legítimas y arregla el derecbo de representación, según 
la manera como el legislador ba estudiado y comprendido ciertos 
beclios sociales. Pero, si no bay berederos forzosos, el testador 

puedo disponer de sus bienes, como le plazca, salvas aquellas pro- 
hibiciones dictadas con la mira de protejer los intereses ge- 
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nerales. Lo que iinporla saber es á que ley compete prescribir to- 
das esas limitaciones. 

La doctrina antes seguida casi sin contradicción y que aun sub- 
siste en muchos Estados, hace una distinción de los bienes y ad- 
mite dos principios: á los bienes inmuebles aplica la ley de la si- 
tuación; y á los muebles, la ley personal del difunto. 

Los Señores Plenipotenciarios habrian aceptado* ese sistema, si 
no hubieran creido que las observaciones hechas contra él en estos 
últimos tiempos por algunos autores de nombradla, están distan- 
tes de ser un conjunto de vanas sutilezas ó teorías deslumbrado- 
ras, pero impracticables. 

La naturaleza de la sucesión hereditaria, dicen los impugnadores 
de la doctrina antigua, no justifica la división de los bienes en in- 
muebles y muebles para el efecto de que en los primeros impere la 
ley de su territorio, mientras que los segundos quedan bajo el do- 
minio de la ley que determina el estado de las personas. Los bie- 
nes raices están realmente sujetos á la ley de su situación; pero en 
el sentido que se ha indicado antes. Las formalidades y condicio- 
nes indispensables para la enagenacion, los efectos jurídicos de la 
posesión y del dominio, las incapacidades especiales de adquirir es- 
tablecidas por un motivo de orden público, el modo de constituir 
las hipotecas y sus resultados dependen ciertamente de la legislación 
del territorio. Cuando la ley del país, por ejemplo, exija la tradi- 
ción para trasladar el dominio, no se considerará trasladado sin 
cumplir esa formalidad, aunque según la ley nacional del propieta- 
rio, tal condición no sea indispensable. Las cláusulas testamenta- 
rias que funden un vínculo ó dejen una herencia para manos muer- 
tas, no tendrán valor en donde esas disposiciones estén prohibidas: 
solo quedará en pié lo que pertenezca exclusivamente á las relacio- 
nes privadas del testador. 

Si los fueros de la soberanía territorial demandaran de una ma- 
nera absoluta, que sus leyes rigiesen la sucesión en los bienes de 
los extranjeros, no habría razón alguna para excluir los muebles 
que tienen en el país una situación estable y que en muchos casos 
por el incremento de los asuntos mercantiles y de las instituciones 
de crédito componen tocia la fortuna de un individuo, ó al menos 
su mayor parte. 

Savigni expone, que el patrimonio de un di/unto, considerado 
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oomo unidad^ es un objeto ideal, de un coitenid) i.ii^tenninad}, que 
pucdj twnponerse de propiedades, derecho á ciertos bienes y deudas, 
tñniend& estots una existencia invisible.^ De esta refleccion dedu- 
ce dicho junsconsuUo, que no se puede aplicar á la sucesión here- 
ditaria la máxima lex loci rei site^ Considerar, dice, como asien- 
to de ese patrimonio el lugar en que estí situada la mayor parte 
de los bienes, seria un expediente muy arbitrario; porque tal idea 
no tiene nada de precisa y porque la menor parte de los bienes me- 
rece ser tomada en consideración tanto como la mayor parte. Si se 
abandona ese expediente, n > resta mas que considerar la sucesión 
en donde se eniuenira caii uno ds la bienes que la componen. 
Mas cuando estos bienss estén diseminados en lugares distintos, eso 
nos llevaria á admitir muchas sucesiones, independientes las unas 
de las otras y sometidas á leyes diversas, sin contar que esto seria 
aplicable únicamente á uní parte de la sucesión y nadx se decide 
sobre la otra parte. Se vé, pu3s, que este sistemx no reposa sobre na ■ 
da real y verdadero, sino sobre una simple apariencia, (a) 

Guando se trata de la sucesión intestada, otta gran dificultad 
se preseota contra la teoría ds los que subordinan el derecho here- 
ditario á la ley de la situación. Según Fiore, en el caso de que un 
individuo muera intestado, la manera de sucederle es arreglada por 
la ley, cuyo mandato se considera como un* testamento presuntivo, 
adoptando cada derecho positivo U presunción que le parece mas 
apropiada á la naturaleza de las relaciones de familia y á las ten- 
dencias naturales del finadj. Mas siendo esa piesuncion diversa, 
según el espíritu de las leyes de cada' país, no puede concebirse que 
el difunto tenga tantas voluntades cuantos sean los lugares en que 
estén situados sus bienes, instituyendo por su heredero para los bie- 
nes de un lugar, al mismo que ha excluido para los bienes existen- 
tes en un lugar distinto. 

Todas estas razones se aducen para que se reconozca la necesidad 
de admitir una sola ley, ó la nacional del difunto ó la del último do- 
micilio. Bertauld, Laurent, Fiore, Mazzoni y otros se han decidido 
abiertamente en favor de la primera de esas leyes, por ser la que in- 



(») Tratado aobre Derecho Romano tradaoido por Ujuouz, Lib. TXII 375. 
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fluye rna'* sobre las personas, laque merece cont^specialidad sus 
afsec^ones y también la que suministra una regla cierta y constan- 
te, mientras que la ley del domicilio hace consistiría regulación de 
la herencia y los derechD3 de la familia en un h3cho variable y ac- 
cidental. 

Los señor s Plenipotenciarios sin desaten ier enteram-inte todas 
estas ideas emitidas en una cuestión de tanta entidad, no h:in con- 
venido en la aplicación de la ley nacional sino con dos cali lacles que 
les ha- parecido necesarias. Mazzoni, haciendo una interpretación 
extensiva de lo dispuesto al final del artículo 9 del Código italiano, 
opina que el testador extranjero es libre para testar se jan m loy na- 
cional ó la de su domicilio; y que el espíritu de esa disposiúon es 
facilitarle el m.^dio de que otorgue su testamento con sujeción 
á la ley it-.iliana, si se ha domiciliado en el reino ( a ). Sea 
fundada ó no la interpretación de Mazzoni, ningún cmbJira- 
zo se ha encontrado para concederá los extranjeros esa libertad de 
que él habla; pero, expresándolo de un modo terminante en la dis- 
posición legislativa, para evitar litigios al tiempo de distribuir la 
herencia y también para que el testador al disponer de sus bienes 
pueda elegir con toda seguridad la ley que mas le convenga. Se ha 
declarado ademas que en la sucesión de un extranjero tendrán los 
nacionales á título de herencia, de porción conyugal ó de alimentos 
los mismos derechos que les corresponderían en la sucesión de sns 
compatriotas. 

Esta restíiccion, dictada con el objeto de protejer el interés de 
lo3 nacionales, es en realidad una excepción del principio que do- 
mina las otras disposiciones contenidas en este título. Pero, se ha 
considerado que en el caso de que un extranjero adquiera algunos 
bienes en la BepúbUca á la sombra de nuestras instituciones libe* 
vales y sin embargo rehuse naturalizarse; nada tendrá de odioso, 
ni nun de extraño, que su viuda y sus hijos, si son nacionales, me- 
rezcan la protección de las leyes de sn país en los términos ex- 
puestos. 



^ Tomo 1* 56 a* 168 7 neU I* dt hi ébr* rited». 
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I título 4''. trata de las obligaciones contraidas en país ex- 
tranjero; de los casos en que los extranjeros no domiciliado» 
en la República pueden ser demandados nnte las autoridades loca- 
les; y por último, del modo de proceder en todos esos litigios. En 
esta parte, la comisión encargada de prí sentar la l£»3 de las dis- 
cusiones aceptó las reglas establecidas en el Código peruano, reglan 
que han sido aprobadas con muy pocas alteraciones. 

La admisión de las demandas sobre obligaciones orijinadas fuera 
de las Repúblicas no es una novedad peligrosa: es por el contrario 
un medio de favorecer la realización de la Justicia, imitando la con- 
ducta de otras naciones ilustradas: 

Todos los pueblos, dice Fiore, gobernados por let/es civiles con- 
vienen en que la obligación derivada de un contrato tenga un va- 
lor extraterritorial. Los romanos mismos tan rígidos hacia los ex- 
tranjeros consideraban que la mayor parte de los contratos pertene- 
cían al Derechc de Gentes. 

En otro lugar el mifmo aulor expone: que la obligación no pue- 
de ser plenamente eficaz, sino cuando el deudor es competido á una 
predación por medio déla acción ejercida en la via JudiciaL 
Weaton, hace notar que según la jurisprudencia de Inglaterra y de 
la Union Ni^rte- Americana, ^todaslas acciones personales ex-delicto 
ó ex-contractu pueden ser entabladas ante las autoridades del terri- 
torio, cvaUsquiera quesean las partes y el lugar en que esa^s ac- 
ciones han teMdo ortgen.i> 

Apesar de la importancia de esos ejemplos, no se ha considerado 
conveniente aceptar un a disposición tan absoluta. Quien implora la 
protección de las autoi idades para asegurar ó recuperar lo que es su- 
yo, merece ser escuchado, sidelacerlo no resulta una perturbación 
del orden público. Este es el principio que piocJaman los mencio- 
nados autores. Pero, al aplicarlo, importa mucho no ir mas allá de 
BUS verdaderos límites, para que la protección otorgada á lad^íman- 
da no degenere en una especié de violencia. Es preciso conciUar el 
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derecho del acreedor cou el que compete al deudor, para no ser de- 
mandado sino ante su juez competente, El artículo 1** no admite, 
pues, en cualquier casólas acciones sobre contratos celebrados fue- 
ra del territorio nacional: las admite cuando son dirijidas contra las 
regnícolas ó los extranjeros domiciliados; porque se entiende que 
unos y otros están bajo la jurisdicción de las autoridades locales. 
No obstante, hay circunstancias en que se puede prescindir del fue- 
ro personal de la parte demandada, considerándolas como excepcio- 
nes de la regla general. Si el acto de que nace la obligación jurídica 
es suficiente para presumir la intención de someterse á los Tribu- 
nales del país, no hay embarazo para que éstos acojan la demanda; 
y tal es la consideración que explica las disposiciones contenidas 
tn los artículos siguientes. 

Concedido á los extranjeros el derecho de comparecer en juicio 
contra los ciudadanos de las Repúblicas para pedir aun el cumpli- 
miento de los contratos celebrados en otro pais, se presentó natural- 
mente la ocasión de ventilar si la parte demandada podia oponerse 
al curso de esas demandas, mientras no se le prestase una garan- 
tía capaz de responder por las consecuencias del litigio. Algunos 
Señores Henipotenciai ios dudaron si seria mejor no decidir cosa al- 
guna, dejando subsistente lo que estuviese determinado sobre el 
particular en las respectivas legí laciones civiles. Sin embargo, ^e 
advirtió que según el programa aprobado era indispenrable discutir 
la cuestión propuesta; examinar si era posible darle una solución 
uniforme sin contrariar las necesidades especiales de cada Bepúbli- 
ca; y dejar asi bien definida la condición de los extranjeros. 

En el Código del Perú se dispone de una manera general que *'jB/ 
extranjero transeúnte 6 ju3 ni ¿i^^í hiirm #>t>;í/>?, s^i obligado 
á prestar fianza en el juicio en que fuere actor '^ Esafianza no es, 
como algunos escritores han dicho, la caución 'judicatum solvij^' 
que según el antiguo derecho romano se e>ijia en ciertos pleitos á 
la persona demandada: eimas bien una caución ^^pro espensis.^^ 
Pero, la disposición del Có^ligo Peruano, si bien no manifiesta la 
dureza de la antigua jurisprudencia de Boma y tiende tan solo á 
correjir la facilidad ¿e promover juicios maliciosos, no deja de es- 
tar en alguna oposición con las reglas de la justicia y aun ccn los 
verdaderos interttes de la América, necesitando por estos motivos 
algunas modificaciones. 
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Demangeat, comentando el artículo 16 dal CóJIgo civil de Fran- 
cia, dice: 

"^ Hasta el dia se ha explicado este artículo por el deseo de evi' 
lar que un extranjero pueda entablar ante nuestros tribunales una 
demanda desnuda de todo fundimento^ encontran I j en su misma 
calidad de extranjero el mod) de sustraerse al reembolso d¿ los gas- 
tos y á la indemnización di los perjuicios que un proceso temera- 
rio ha causado á su contendor. ^^ (a) 

En el terreno de las doctrinas salud ibles la fianza de q*ie se trata 
no puede fundarse, pues, en el deseo de hostilizar á los extranje- 
ros, ni en el de colocarlos en una posición inferior á la de los na- 
turales: 03 una simple garantia que se con^.eda á la parte demanda- 
da para que no se le perjudique con una demanda temeraria. 

En realidad, si el demandante no está lig ido al país ni por el 
amor patrio, ni por los lazos da la familia, ni por los da su conve- 
niencia: si puede trasladarse á otro lugar y librarse fácilmente de 
cualquiera responsabilidad que su demanda le imponga, se presenta- 
rá el peligro de que se inicien juicios avent irados con el objeto de 
alcanzar alguna ventaja ilejitima ó con otra mira reprenúble. Mas 
ese peligro no existe, cuando el extranjero, tenga ó no una residen- 
cia fija, posea en la República bienes suficientes para responder por 
el éxito de la aocion judicial. En tal caso hay medios de ha 3er efec- 
tivas las responsabilidades que se le impongan con motivo de sii de- 
manda: su contendor está bien asegurado; y deja así de existir la 
necesidad de una caución precautoria. Si el extranjero esta domi- 
ciliada, consideraciones de otra especie también exijen que no se 
le ponga esa traba para ocurrir á los Tribunales. El d)micilio no 
se obtiene con una residencia pa^sajera: se requiere para alquirirlo, 
tener en el pais el hogar doméstiao y el asiento prinsipal de los ne- 
gocios propios ó ejercer alguna industria ó profesión; y todas esas 
circunstancias suponen vínculos miS ó menos estrechos entre la 
persona domiciliada y el lugar de su domicilio. A fin de que no se 
establezcan, pues, desigualdades odiosas sin un motivo poderoso, 
contrariando así los principios tutelares del sistema republicano; 
el gravamen de la fianza no se ha impuasto sino al extranjero tran- 
seúnte y siu bienes conocidos. Tambiem ha parecido conveniente 



(á) 1* notft de Mr. Demangeat lobre el n^^ 132 lib^» 2^^ Ddraoho InteraMioiiftl P«TAdo de FoBlix. 
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«upriinirla en algunos oíros caí o 3, que escluyen la presunción de 
mala fé. 

Lo dispuesto en los artículos 6* y V del título 4 ^ no puede ser 
objeto «le disputas ni de va3Íla ñones: cuan 'o allí se pre-scribe perte- 
nece á la jurisprudencia casi universal. Las formalidades del juicio, 
•cuando se enrabia una aar^iou para el cum^lim'eato de contratos ce- 
lebrados futura de la Raou jIÍ3a, qaedin sub )rJiuala8 á las leyes ra- 
cionales; porque á no ser así, las au oridades del país dependerían 
de las leyes extranjeras que les trazarían las reglas di su con- 
ducta^ monJ83abando la sobirauía del Estado. Según Mazzoni: 

4. La acccion considerada romo un medio por el cual se solicita el 
auxilio de I i autoridad judicial contra ima pensoíia para obligarla á 
respetar nuestro derecho y reparar el daño que nos ka causado^ es 
necesariamente arreglada por la lej/ del fugar en que se sigue el 
juicio;i> porque en verdad, el orden judiciales parte esencial de 
la Cjnstitucion del Esiado« (2) Hé aquí como Massé, funda la 
mi ma doctrina: 

uLa regla, dice, en esta materia es que el modo de proceder asi 
como la competencia se reglen por la ley del lugar en que la de- 
manda se ha interpuesto; porque el juez no es competente sino á 
condición de observar las formas según las cuales le es permitido 
juzgar; y porque ademas siendo el derecho de administrar justicia 
uno de los atributos de la soberanía, el modo de adminisirarla de- 
pende necesariamente de las leyes establecidas por el soberano ó por 
la autoridad pública. Los jueces que procedieran según las formas 
establecidas por leyes extranjeras, perderían toda la autoridad que 
les comunican las leyes de la nación, las cuales los han constituido 
para juzgar en cierta forma y bajo ciertas condiciones, (b) 

Para fijar la ley á que de) en arreglarse las decisiones, lo que 8^ 
requiere es atender al asunto de la controversia; y examinar cuida- 
dosamente el derecho que ^e ventila. En las cuestiones pertenecien- 
Íes á la sustancia del contrato, á su interpretación y á sus efectos 
inmediatos se respetará la ley bajo cuyo imperio ha nacido la obli- 



(i) Inst del Der. ItáUimo tom 1* n«. 176. 

j[b) Dmoho Coaoreüü en raboíon ooa •! Oiceoho «•Qmte j •! OítU« Ifl. «• ta*. 71). 
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gacr n. Pero; el fallo «era conforme á la ley nacional; si la disptLta^ 
Tersare sobre adiciones ó oscepciones que no tienen su jaíz en el mis- 
mo contrajo eino en hechos posteriores y accidentales ocurridos en 
el lugar del juicio, cerno, por ejemplo, el abandonr» de la instancia, 
la ratificación de un contrato vicioso, la modificación de las obliga- 
ciones primitivas y otros hechos de igual naturaleza. Todas esta» 
disposiciones se deducen de los principios aceptados en el título pri- 
mero y están de acuerdo con las doctrinas profesadas por Merlin, 
Massé, Foeiix y t( dos los ¿utores que han escriio sobre estas mate- 
rias. Fn lo que no hay unif uTuidad es en el modo de juzgar las di- 
ferentes especies de presrrí/wiones. Casi todos convienen en que la 
prcscripcicn ce les ii n. útiles re jiizfue scgim la ley del lugar don- 
están situados; p( rque generalmente se reconoce (jue siguiendo otro 
sistema , se ccmprcinieteria el régimen de la propiedad, funtlado por 
la legiblacion territorial Pero, en cuanto á los bienes muebles, 
unes iKeplf.n la ley del d* micilio del propiefa io; y oíros, la del 
lugar d<l juicio. £obie la j icFcripcicn de í.cciones tambi(n hay di- 
versos jaiecere^, que íc igs cuten de las teorías profesadas en otra 
época. Pothier,. que sin duea alguna ocupa uu lugar muy disliii- 
guido entre Ls jurísconsultí s de Fiancia y cuya opinión ciía Fiore, 
cree que las accimes, c( mo todas las coras que no tienen una si- 
tuacii n fija, está sujetas á Ja ley personal del acreed» r, entendi n- 
do por loy personal la del d» mícilio. Ctros pretenden que la pres- 
crípcií.n de accicnes, se airegle por hiley del djmi'^ilij no del acree- 
dor, sino del deud(/r, para cuyo lieneficio consideran adoptada esa 
manera de extinguir las cbl'gacicnes civiles; y últimamente hay 
autores, que no viendo en la prescripción extintiva y en la adqui- 
sitiva sii o instiiuciones de puro procedimit nte, quieren que una 
y otra dependan de la ley del país donde se ejerce la acciou. 

El Congreso de Jusictas lia seguido las doctrinas mas acredita, 
das en el dia, que son las de Savigny, Demangeat, Pradier Federé 

y Philimore. En las Eepúbicas ^ignaíarias lapicscripcicn de los de- 
rechos reales de|)enderá de la ley del lugar en donde están situa- 
dos los bienes; y la pretcripciou de acciones, de la misma ley que 
rige la cbligacicn. Los otros sistemas sobre la prescription de &c_ 
cicms no ccncilian la íacilidad déla ejecución con Ls exijenciaa 
del orcen civil y los piincipios de la ciencia. 
La eficacia de una obligación consiste en que el acreedor tiene el 



derecho de ocuriir á los tribanides. para que sn detidorseat^ompeliy 
do al cnmprmieuto de lo partido* M»Bes3 derech:- no es etemoc 
tiene una duración fija; y si dej&de ejercerse en ú léimino. prefija^ 
do , se extingue juntamente ecn bi olli^acicn lelativa^ Entóncea 
se preíiUme que el acreedor ha reiiUncii.do eu derecho,, ó hablando/ 
en un lenguaje mas científico, que ya m necei-ila la prestación obli>< 
gatoria. Así el término señalado para que pueda ejerc^:Be laaccion^ 
fijatt^mbieu el tiempo durante el cual el deudor permanece obligada 
al cumplimiento del crtdito, ó por deciilo a>í, es ]a duración del 
vínculo jurídico queretuHa del cí ntiato; y la h y á que corresponde 
fijar esa diiracicn, no es la ley d#l dcniicilio de los contrataUiia, 
.sino la del lugar dcrde la cblif n(i(.n ha ttrido eu origen. 

La teoría que s- acaba de erpcner está á cubierto de cualquiera^ 
refutación s¿lida; disipa todas las oscurira Jes; y ofrece ademas otra 
ventaja, cuíJ es la de fijar de una manera cierta la ley que dele e- 
solver estas cueslkncs, en Tez de Laceria depender tU I domici- 
lio ó del lugar del juicio, dejando en cualquiera de esos casos al un- 
bitrio de uro de ks interesados extender ó restiinjir el iéimino de 
la prescripción. 

Ademas, los que coupideran ccmo ura cuestión de- procedimien- 
to el modo de prescribir las accicres, ircurrcn rn ui a CFi-ccie de 
anomalía, í-uponicndo que la lex Jcri juec^e ojrnervna barrera al 
derecho del acreedor, ai nque según la ley ¿el contrato la obligación 
no haya dejado de eiiitir. 
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ti 1 Congreso de Jrrisf as ha creído que las Ef p liblicaS' pígnata* 
rias deben onifoiirar lambicn sus legisladcnes sobre lesea- 
ses en que la jurisdicción de las autoridades locales puede exten- 
derse á los delitos perpetrados en un país extranjero. 

El derecho de castigar, dicen ciertos autores, es uno de los atri- 
butos mas importantes del peder social; pero su linico objeto es 
prestar una garantía á los elementos que constituyen ol orden del 
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Estado. S' la sociedad 66 vé amenazada, la misión de la autoridad es 
defenderla: si algunos individuos impulsa os por pasiones maléficas, 
atacan el derecho de los p ai ticulares, debe acudir inmediatamente 
en auxilio de efe c'erevho; si á pesar de su vigilancia, los ipales que- 
dan oon^u imIoí, debj repirar el da^irbí p)r míli> de lo3 casti- 
tig)3. lilla tie 13 qi3 hiíe: sia eji')i-g) sdVj Ioj dalitos cjm3ti- 
dos en otro terr't )rio, sea cual fuere su gravedad y sean sus auto- 
res naúoaales ó extranjeros. 

Al fraude dienti d)3'iríaa sa presenta otra que se funda en un 
priu?ipLo contrario y dá ala jiistisia criminal una extensión inmen- 
sa. Sa^an e'^tateorii, si S3 ejecuta una acjion criminal, el autor y 
el cóínplica marecea un castigD. Este es un principio absoluto: es 
el v^to de la c m^ien^ia univer-^al; y parí que no Fe.i ilusorio, la 
autorilal da ca \\ E^t ido, si aprd!i3nla al delincuente en su terri- 
torio, tiene el derecho de juzga'l ) y castigarlo. 

En la Jurisprudencia de la Inglaterra y de la Union Norte-ame- 
ricana se sigue la primera de estas d)ctriu'is raliciles. 

En Praaíia, lo^ crímanaB ataakiiori^s á la se paridad dal Estado, 
la falsificación de sellos, monedas ó documentos nacionales y la de 
billetes débanlo autorizados p)r la ley, pueden juzgarse perlas 
autoridades de Francia, si los delincuentes, sean nacionales ó ex- 
tranjeros, llegan á Fer aj^rehí r didos en el ten iíoiio francés ó 
se obtiene su extradición : los franceses que en pais extranje- 
ro han cometido algún delito, también pueden ser juzgados ante 
las mismas autorida'les. En Bélgica segnn la ley de 30 de Di- 
cic^mbre de 1836, los Belgas serán juzgados y castigadospor las auto- 
ridades de su patria si delinquieren en otro pais -contra otro Belga; y 
también lo serán en el caio de eometer contra cualquier extranjero 
algunos de los crímenes ó delitos indicados en la ley de extradi- 
ción; pero, con tal que pro3eda querella do parte legítima ó aviso 
oficial de 1 is autoridades del lugar en que el hecho punible se ha- 
ya realizado. 

En Bavieri, Noruega, Hannover y otros pueblos alemanes son 
juzgados los regnícolas por cualquier delito que cometan en otro 
terriLd:io; y I03 extranjeros, únicamente por los delitos que perpe- 
tren contra el Estado ó sus subditos 

Según Fcelix, el artículo 9."*^ de la Instrucción criminal do los 
Palsjs — ^Bajos que comenzó á rejír en l.o de Octubre de 1838 da 
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admpetaacia á la^i atitoridadds locales para jazgar ¿ Io3 ext^anje^' 
roa qiid en atropáis hia oonetído coatra los fjúblibos del reino/ 
asesinatos, incendios, robos con fra3tara, maltratos con atinas i 
otras circunstancias agravantes, (a) 

En cnanto á la panaliiai, tolas lis na'jio^^^ no siguen el mismi 
sisiemi. En Austfii, Bélgica y Baviera se jnzgi al reo sagan la lej 
del Esta lo. En el Código general de Prnsía, se dispona que los 
extranjeros, perseguidos en razón de crímeneia ó delitos cometi- 
dos fuera del reino, sean juzgados con arreglo á la ley del lugar 
de la perpetración; pero que ge les aplique la pena impuesta por la 
ley pnisijina, si es mas dura la pronunciada por la ley extranjera. 
Esta última calidad, emanada tan solo de consideraciones equitati- 
vas y que tiende á templar el excesivo rigor d ) algunas leyes pena- 
les, también aparece san3Íonala en otros Códigos europeos. 

El {3)!i^r3}o A'n)rijan) hi proniraloé^tibld^erlomii conforrile 
en su cjn;epto a la segaridal y al orden de los pueblos, sin ple- 
garse á ninguna teoria extrema. No se han seguido las opiniones del 
lo; que pretenden ceñir la jué^icia criminal de un Estado á los actos 
ejecutados en su territorio, ni tampoco la pretencion de los que mi- 
rando á la ju'^tícta p <bUca como mía delegación de la Justicia del 
cielo, quieren que ella castigue los bech »S inmorales, aunque no ló 
exijrt imperiosamente el ínteres de la sociedad: se han a^ep'alo, en 
cuanto no se oponen á las leyos funlameutale-t de la América, las doc- 
trinas d 3 los que han escrito con alguna profundidad sobre este ra- 
mo del Derecho Internacional Privado. 

En primar lu^ar se ha estiblecido la competencia de Ias autoii- 
dades de la Ripiibllca para ]xxz^^\r ú los falsificadoves de 'monedas, 
billetes ó documentos na 3Íonales ó billetes de banco autorizados per 
la ley; lo quo es'á '^.enaralmjnVj a Imitido en otros paises y se funda 
én el dere3ho que tioaoi las nin >n33 pira repiimir á lofe quo por 
me;tiode un cr.me i causan estragos en la riqueza pública. 

Aunque algunos Códigos selitnítan á prescribir que los sú'bdilós áel 
instad )qe.Ien sujet )S á Ujurisdición délas autoridades locales, si 
delinquies3n con' a uno de sus compatriotas y regresasen ású pa- 
tria, se ha cre'd ) que una leyde esa especie no se presenta coinó ñn 
térdaderj homenaje prestado á la justicia internacional, siñócó- 
Mq uü madio de pro^ejeri lo j hijóí c(dl|)ais. LosfiepróséniáMá^ ié íá 
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Repúblicas signatarias en vez de adoptar una disposición semejan- 
te, han tómalo p3r norma en esta parte la instrucción crimiual cita* 
da por Foelix y de que se ha hecho mención. 

En la regla- aprobada se cjmprendsn tan solo esos hechos in-^ 
morales que ocupan el primer lugar en la serie de los crímenes; 
pero, no se establece una excepción en perjuicio de los extranjeros 
contra los cuales puede cometerle el hecho criminaL Asi los nacio- 
nales que en un país extranjero cometan el delito de robo, incendio, 
asesinato ó cualquier otro de esos delitos por lo3 cuales sa solicita 
la extradición, quedarán sometid:)3 alas autoridades de la Bepiibli- 
ca, si regresan á esta y precede acusación de parte legítima ó 
requerimiento del Gobierno, cuyo teriitorio ha sido teatro del 
ciimen. 

Se ha creido tanto mas inlispensable dar á la ley e^a liberal am- 
plitud, cuanto que los nacit nales no están sujetos á la extradición, 
según la práctica generalmente observada. No conceder á los go- 
bieni)S exírangeros el derecha de exijtr la extrali;3Íon d.^ los hijos 
del pais y al mismo tiempo no permi.i: que éstos sean júzgalos en 
el terr torio de U R3pública, aunque se hagan culpables de un gran 
crimen, seria ot)rgarle3 una i oi )uaidad esmnlalosa, tan opuesta á 
las leyes del orden m^ral, comj á la conveniencia páblici. 

Si los extranjeros son los autores ó cómplices del hecho punible, 
también quedarán sujetos á las disposieioaes mancionadas, en el 
caso de qae el delito se haya ometido oatra los ciudadanos de la 
Rep ibüca; y se ha prescindido de in«íluir el caso contrario, porque 
cuando el hecho criminal se ejecuta contra otro Estado ó sus sií brutos, 
estarcí expedita la extra<1icion del delincuente y aun su expulsión, 
8Í las leyes del pais no lo prohiben. 

La corapitencia de las autorilaies de la Rapública para juz^^ar á 
los extranjeros qnedelinquen contra los nacionales, no se opone á la 
verdadera teoría d? la legislación p'nal. En el robo, el asesinato y 
otros delitos de esta naturaleza, hay una inmoralidai tan patsnte 
que no se puede poner en duda. En todas las épocas y bajo el im- 
perio de todas Ihs legisl iciones ha recaido el anatemí del genero 
humano sobre esos crímenes qne conmueven los fanlamantos de 
la seguridad púlilica. Se ha predicado contra el excesivo rigor de 
algunas leyes represivas: se ha levántalo un grito de reprobación 
contra esas penas que aparecen como una crueldad tan refiaada co- 
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mo ÍDÜtil para el bien de la aociedad: se ha llegado aun á sostener 
que el ] atíbulo no debe leTatitaree m para los asesinos. Pero, 
siempre se ha reconocido que el robo, el asesinato y otros actos de 
gran perversidad merecen nn castigo severo. , 

Si el culpable para librarse de la persecución de la justicia logra, 
pues, ausenlarse del lugar de la perpetración: si viene á refugiarse 
en la patria del mismo que ha sido víctima del crimen, la autori- 
dad de este pais no puede mi«ntenerse impasible: ella tiene el deber 
deprotejer a pus nacionales y tsmbien d de impedir que se turbe 
el sosiego público con la presencia y la impunidad del delincuente. 

Hé aquí lo que dice Oitolan; 

« Cada Gobierno debe una protección publica á sus nacionales 
aun Juera de su territorio. Si alguno de ellos ha sido victima de 
un crimen en país extranjero^ es deber del Gobierno y sus Agentes 
Diplomáticos ó Consulares^ ponerse en movimiento^ infervenif 
cerca de las autoridades locales^ reclamar^ si es necesario, y obtener 
el castigo del culpable. ¿Ctnio strájpues, posible^ que si viene d 
su propio territorio ese culpable , traytndo con su presencia el pe- 
ligro y la alarma, se vea reducida á la facultad de conducirle fue- 
ra de las fronteras 6 entregarle a un poder, que le dejar i tal vez 
impune? Que cada Estado se limite ú estas medidas, cuando se tra- 
ta de crímenes cometidos en otro país por un extranjero contra otro 
extranjero, nada mas conveniente; pues el interés social no emje 
entonces mas.^ 

€Pero tratándose de crímenes graves contra sus nacionales, el 
Estado debe tener un poder mas eficaz; y ese poder es el derecho de 
castigar al criminal extranjero, si lo aprehende en su territorio^ 
Así para que exista el derecho de castigar á los extranjeros por he- 
chos extraterritoriales, se requiere: V una alta gravedad en los 
hechos: 2*. que esos hechos se hayan cometido contra un nacional; 
porque en otras circunstancias, el derecho de expulsar al extranjer 
ro 6 de someterlo á la extradición bastan para la garantía social. i^ 

Ortolan con su autorizada palabra apoya, pues, la conclusión de 
los Flenipetenciarios Americanos. En el caso á que esa conchision 
se refiere están reunidas en efecto las dos condiciones indispensa- 
bles para que la autoridad pública juzgue y castigue al autor del de- 
lito: se trata de actos que violan las leyes mas sagradas de la hu- 



— 84 — 

mamdad; y por otra parto» h\f un gran ínteres sódial en réprimir'- 
iMb El.delinoaenie tain¿>ooa pueie desir quá se le ja^ga con tío- 
lAneia, qne se le (Condena sin piedad y que debe ser castigado con 
arreglo á la ley del lugar de la perpetración; porque se h:i resuelto 
qae si la pena es diferente en los dos territofios, se le imponga la 
menos severa. Por lo demás, el reo hallará siempre en las fórmulas 
de la ley^ en la serenidad y rectitud de los jueces^ y aun en el Voto 
público, la protección que necesite para defenderse da cualquiera 
aéttsaeíon calumniosa. 



Vííl. 



re solver las cuestiones relativas á las sentenciad pr<mun- 
^^ ciadas en país extraaijcr^, de que trata la última parte del 
programa^ se ha examinado lo que se dispone en la mayor parte de 
los £fetadí«) aceptándise los principios mas análogos al sistema 
repnbUcaiJO y de mas fácil aplicación. 

Ko ejecular esas Ecnt^>cias sino después de utsareviaiob que re- 
cai^a £obre las foimas del procedimiento y el fondo de la control- 
ver sia, seria quitarles mucho de su valor é imponer á Ja parte víc* 
toriosa el gravamen de emprender un nuevo y dilatado juicio para 
obtener el cumplimiento del fallo. 

£jii ese sistema el principio exajerado de la soberanía tenitmáAl 
domina exclusivamente todas las otras consideraciones. La presim* 
doD qut hay en favor de las decisiones pronunciadas por m^agílB- 
tradcs conocedores de las leyed, las relacicmes que nacen del co- 
mercio de los pueblos^ las exijencias de la moralidad pública^ todto 
se sacrifica al recelo do que se menoscabe la independencia nació- 
joal. 81 un deudor logra salir del lugar del juicio alcanzará las ven^ 
tajas mas ilegitimas: quedará destruida la eficacia de la decisión 
promínciacla contra él; podrá también desarmat á su ácveedof , pri- 
vándole de las pruebtis que existían en el pfdcé^^ y de éíté ibodó 
se dará aliento al ñirade y á la mala U. 

)to concedetrá loa feilos «xAnai^ercis usas itBlp6¥toMiíi qtt« la -éé 
%Bf9ii de foftáanenio á k Mepeioo 4e coeajMgaKUh sMfia eUceimit 
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suB resultados jurídicos en un circulo muy estrecho. Si se interpo- 
ne una demanda removiendo algún pleito ya fenecido fuera del pais, 
la persona demandada saldrá de su estado pasivo; hará uso de la 
excepción litis Jinite; y hallará así un reme lio para defenderse del 
que viene á turbar su reposo. Pero, esa situación no puede presen- 
tarse sino cuando la demanda ha sido rechazada ó siquiera corre- 
Jida en el juicio. Si el fallo extranjero tiene otra significación, si se 
ha ordenado el pago de una deuda; y el acreedor viene en pos de 
su deudor fugitivo, encontrará Heno de obstáculos el camino de la 
justicia. Así se ve claramente que dar fuerza aljuicio extranjero tan 
solo cuando se presenta bajo la forma de una excepción, es adop- 
tar un partido que no presenta una solución completa; que no atien . 
de á todos los intereses, ni concilla en los casos mas graves los de- 
rechos individuales con la soberanía del pais en donde se pretende 
que se respete la sentencia. 

En Francia los fallos judiciales, expedidos en otro pais, no pue- 
den ejecutarse sin la revisión de u^i tribunal francés. Mas en cuan- 
to á la naturaleza de esa revisión, están divididas las opiniones 
de los mas eminentes jurisconsultos. Sostienen algunos que si un 
extranjero ha sucumbido en el litis, el examen del tribunal se re- 
ducirá á saber si hay en el fallo alguna disposición contraria á la so- 
berania de la Francia, á sus intereses ó á su derecho público: pero 
si el juicio se ha expedido ó seguido contra un francés, la revisión 
se extenderá á mucho mas y tendrá por objeto no solo la forma sino 
también la sustancia del litigio.- Entonces todo lo que se ha hecho 
fuera de la Francia, quedará sin valor; la parte citada para la ejecu- 
ción podrá oponerse á ella por todos los medios legales; aducir nue: 
vamente todas sus excepciones; y el fallo no tendrá autoridad sino 
después que el tribunal lo h&ya confirmado, previa una nueva dis- 
cusión. 

Massé cree que esas doctrina.^ y la variedad que se nota en las 
decisiones de los tribunales franceses, resultan de que los artículos 
2,123 y 2,128 del Código civil, así como el 546 del Código de pro- 
cedimientos judiciales, no han sido inteipretados con exactitud. (a) 



(a) £1 art. 2,123 del Código oítü dice — La hipoteca no puede reeiütar de jnidos dadoe en paii 

extranjero sino en tanto que hayan sido declarados ejecntorias por nn trihnnal francés, sin per. 

jbíáo de las disposidones contrarias que pueden existir en las leyes polftioas ▼ en los tratados. 

Art. 2,128. Los contratos realizados en paSs oxtnwíero no pneden dar hipoteca sohre los Menes 

9 



Segvn Btt páiiBoer, el verdadero sentido de esM diaposioieines lá- 
rgales es abolir Ím abtígaas pxáo ticas y ordenar qne el Tribunal fran- 
^oés revise los fallos pronunciados en obro, país solo para el efecta 
de averigaar si remien las formas indispensables j constitatávas de 
todo juicio aeabado; si«e han expedido por autoridad competente; 
y si no se opócren á las leyes del orden público. 

Sea dé eso lo qnefThere, las opiniones 'dé Ifassé/e lasque el Oon- 
:greso de Jiuristas ha prestado su adhesión, son las que reinan «c- 
( taalmente en la Jurisprudencia de muchas naoiones y las que están 
mas en armenia con los adelantos déla eiviUzaciony los principios 
fandamentáles de Ih justicia. 
Ciertamet te/ ningún Estada puede consentir que en sn territorio 
^ qerzan actos 'de Soberanía las autoridades de otro país; porque eso 
seria comprometer su independencia y suvertir su orden interior* 
La facultad que compete á los tribunales de una nación para ejecu- 
tar sus fallos;^ que se llama «Imperio» en el lengaaje jurídico, no 
^8 e extiende mas allá de las fronteras. Esos fallos en cualquiera par- 
te serán mirados como actos de legítima jurisdicción, como resolu- 
ciones definitivas de uo asunto cinbea3Í03o; paro sí ss preten le que 
tengan un valor extraterritorial, es menester que las autoridades 
«del lugar endeude son presentados, ordenen la ejecución; y esas 
^autoridades no debenlhacerlo, sino poniendo á salvo los derechosé 
intereses de su patria. Llenada esta conJiaion, no hibrá obstáculos 
para cumplir la sentencia, observándose las leyes del país en todo 
lo perteneciente al modo de proceder. 

Según Mazzoni, ^Las sentendan judimáles^ 'hablamlo rigúrosn- 
.meñtey-no debían tener efecto fuera d-e tos limites del territorio de 
^la nación á que pertenece la autoridad que las ha pronunciado. 
.Mas lo resuelto por la autoridad judicial y reputándose como una 
-€^prcsion de la justicia, al menos en una nación civilizada en don- 
^¿e tal autoridad goza de independencia; y mereciendo In justtcia 
en todis partes homenaje y cumplimiento; se concede en el reino e- 
jecucion á la sentencia pronunciada en una nación extranjera^ Mas 



«^de FrandA, nno hay disposisionas «oatrorias 4 este prmoipio >ea Ias layes polífciou 6 en los ífaU- 
doB, 

Ari. 5i6delC6dígodeproo8diiiiienteB — ^Iios jaioioa «zpedidos por los tribmnáleB y loe ectoc 
- satorÍEAdoe por cifloiaLes extrAOJeros no son saoeptible<i da ejecaoion éii FrancíA sino de 1a miine> 
1 se y en los oasos preristor por los ertíonlos 2,138 y 2,128 del G6digo oiyü. 
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i.pára fM no Hiá)eda^ ^/ue la fuerza dada por el 'país eirva pfjaracón- 
' sumar wta injusticia 6 turbar eló^den pMlioOy debe ser declarada 

* ejecutioa en la forma estaUedda par el Código de pr oeedimienio eir 
vitj mediante un juicio sumario en que la Corte de^apekuAen exan^ 

* ne:^l 5^« esa sentencia se ka pronunciado púr' autoridad judicial: 
2^ si se ha citado regularmente a la parte: Z"? si esta ka sido Icr 
gaimente representada: 4? si la sentencia iíontiene dispooisiones 
contrarias al orden público interno. "s^ (á) 

Según mi parecer j cUce el) jurisrconsulto belga Vorgenx, en el jui- 
cio expedido en un país extranjero y que según la ley kle ese país 
ha adquirido fuerza de cosajuzgaday por regla general debe ser 
' una ejecutoria en Bélgica con tm simple pareatis sin nuevo 
' debate^ ya se "haya expedido ese juicio contra *un belga 6 en su 
':proveeh0y 6 entre extranjeros^ Esta regla no tiene para mi mas que 
una excepción; cuando el^^lgá'ha sido competido á aceptar laju- 
''Tisdicdon extranjera j sin embargo de que los tribu^talesif etffas^ran- 
^tos únicos competentes. a ^tJn.)^oco mas adelante añaden ^iHsi "pteé» 
,para manifestar mas á las claras mi pensamieutOy el rol de los tribu-^ 
nales belgas se'-á sumamente fácil. Ellos no tendrán que verijtcáf 
sino si el juicio definitivo es suceptible de ejedücion: en tal caso acer- 

* darán el pareatis y el condenado iio podrá abrir nuevo debate. 
El único recurso será establecer que la decisión fio es ejecutoria en 

' en el país en que ha sido expedida^ 6 bien tfue ha tenido ya cum- 
, plimiento. . ¿Qué sucederá si el tribunal ordena la prisión corporal 
' no permitiendo la ley Belga esta via rigorosa de ejecudonf La res 
i puesta es simple: no se 'autorizará la prisioni> (b). 

Estas doctrinas Gcm moy poca diferencia sirven de base'al régi-. 
men acordado, por él Congreso pai^ que w cumplan en las Bepú- 
blicas los juicios ventilados en una sacion extranjera. I^ejeea* 
-don se ordenirá, sin ningún embarazo, si s^ ha citado legalmen- 
te a la parte vencida ;^i el juicio ha sido válidamente concluido; y 
si lo Resuelto én él no es incompatible con 'la Constitución política 
del país, ni con cualquiera otra ^de l^s leyes de óriden público, ad- 
virtiendo de paso que se han preferido estas dos últimas palabras 



(á) Inst. del dereiího dvil ItoUaiio delS^oap. 4<>tii.9*^« 180. 
(b) Bey. de Der. Int. Í61. 
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á las de aDerecho Público Interno» qne propuse, siguiendo el dic- 
tamen de Laurent; porque los demás Señores Plenipotenciarios han 
preferido la redacción adoptada en otros Códigos; y han creído que 
asi tambiem se comprende el espíritu ds la disposición legislativa. 
Todas las leyes civiles de un Estado tienden en reaUdad a mante- 
ner el orden; pero unas se en3aminan directamente a protejer los 
intereses generales de la scciedad;y (atrasa conceder la misma pro- 
tección a los intereses particulares de los asociados. Las que pro- 
hiben las vinculaciones; las que condenan la esclavitud; las que 
declaran la incapacidad de los religiosos para heredar y otras de 
igual trascendencia pertenecen a la primera especie: no pueden 
atrepellarse por ningún motivo y se reputan como absolutamente 
indispensables para la conservación del orden interno. 

Ese juicio de revisión sobre los exortos remitidos por una autori- 
dad es, pues, muy diverso del que se sigue sDbre los derechos con- 
trovertidos entre las partes; la misión conferida á los Jueces ó Tri- 
bunales ejecutores no tiene mas objeto que salvar los fueros de la 
soberanía territorial. Yo habia deseado sin embargo, que esa revi- 
sión se hiciese por la Excma. Corte Suprema ó el Tribunal mas en- 
cumbrado de cada República, oyendo primero á su Fiscal, ya por 
que mi propósito era no convertirla en una cuestión contenciosa, ya 
porque la mas alta autoridad en el orden judicial tiene mas medios 
de conseguir el acierto. Pero algunos SS. Plenipotenciarios han 
creido que en el sistema político de sus Estados pueden hallarse di- 
ficultades para adoptar ese modo de proceder; y ha sido por tanto 
indispensable para evitar un desacuerdo, convenir en que la revi- 
sión se efectúd por la autoridad encargada de ejecutar el exorto, 
añadiendo que sobre la resolución de esa autoridad, puedan los in- 
teresados interponer los recursos que sean legales en el país de 
de la ejecución. 
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n cuanto á legalizaciones, ha predominado el deseo de dismi- 
nuir los gastos y las demoras, prescribiéndose t'jn solo oíorto* 
trámites, sin los cuales habría sido imposible autenticar l.)s uoton 
jurídicos realizados fuera de la República. 

Para determinar, como dicen los jurisconsultos, si el acto ojet^u- 
tado en un país es ó nó auténtico, conviene saber si según la lev 
de ese país está revestido de lai formalidades necesarias para pro- 
ducir la autenticidad; y sobre este punto es irrecusable el testimo- 
nio de la autoridad ó del empleado á quien la ley del lugar faculta 
para legalizarle y hacerle digno de la fé pública. Es preciso ade- 
mas que la firma de esa autoridad se^ legalizada por otro oficial 
público que por la naturaleza de sus funciones merezca entero cré- 
dito en el país de la ejecución. Esto es todo lo esencial, lo que 
nunca puede omitirse y lo que aparece en el método acordado por 
el Congreso de Juristas, habiéndose también removido toda dificul- 
tad respecto de aquellos Estados, cuyos gabinetes rehusan remitir 
á otros gobiernos los exhortos ó documentos emanados de un asun- 
to particular. 



XVi 




esueltas todas las cuestiones planteadas en el pro^ama de 
Derecho Internacional Privado, faltaba señalar los límites 
dentro de los cuales las leyes dictadas y los actos celebrados en un 
territorio extranjero podian cumplirse en la República. 

Las restricciones aprobadas con tal. objeto son las indispensables 
para dejar moólumes los principios fundamentales de los Estados 
Amerícanot; y las que pueden llevarse á cabo m bacer^odiosa la ai- 
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tuacion de los extranjeros. Exceptuado el artículo que prohibe aplicar 
las leyes extrañas sin que la parte interesada lo pida y pruebe la exis- 
tencia de ellas, todo lo demás, que el último título contiene, es po- 
co mas ó menos lo sancionado en el artículo 10 del Código Italia- 
no, artículo que ha merecido aplausos por la forma tan sencilla 
de su redacción; y mas que todo, por la sensatez de sus disposi- 
ciones. 

El Congreso de mi Patria, al que elevará US. esta memoria junto 
con el respectivo Tratado, se dignará prestar su atención á las razo- 
nes anteriormente expuestas, para conocer los motivos de todas las 
reglas aceptadas por los Plenipotenciarios de las Repúblicas. 

Como se notará á primera vista, se ha querido prescindir de mu- 
chos detalles: se han establecido únicamente los principios á que 
han de arreglarse las decisiones; y ha quedado á cargo de cada re- 
pública desaarrollar las consecuencias en el modo que lo exija su si- 
tuación. 

Para obtener todos esos acuerdos ha sido preciso vencer algunas 
dificultades en el curso de los debates. El «Derecho Internacional 
Privado es tan escabroso: hay dictámenes tan encontrados sobre 
puntos de alta gravedad, que algunos autores después de presen- 
tar el pro y el contra de esas tesis tan disputables, recomiendan 
los tratados como el único medio de poner fin á las disputas. Pero, 
como dice Ortolan, los tratados no ofrecen un remedio radical: no li- 
jan reglas generales y permanentes: aplazan las cuestiones en vez 
de resolverlas. No era esa la misión de la Asamblea que he tenido 
la honra de presidir: su misión era muy seria y de mas extensos 
resultados: era regular de un modo definitivo las relaciones civi- 
les de los extranjeros. 

Los Señores Plenipotenciarios que componen el Congreso de Ju- 
ristas, desean vivamente que si estos trabajos merecen la aproba- 
ción de los Estados á quienes representan, sean considerados como 
im testimonio de las intenciones saludables que guian á la América 
en su política internacional. 

Las Repúblicas signatarias, después de haber ofrecido á los ex- 
tranjeros el goce de los derechos civiles, han querido darles mas 
garantias de seguridad, fijando reglas inalterables y equitativas pa- 
ra los casos en que haya oposición entre las leyes extranjeras y las 
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de nuestros Estados. Esto es lo que significan las primeras la- 
bores del Congreso Americano. 

Para conseguir un objeto tan importante se han tomado de la 
Europa ilustrada todas aquellas ideas que pueden introducirse en 
la Jurisprudencia de estas nuevas sociedades, sin turbar su vida re- 
publicana. En los diferentes títulos que contienen los acuerdos ce- 
lebrados, no hay miras estrechas, ni disposiciones de que puedan 
ofenderse las otras naciones: todo conduce a facilitar el comercio de 
los pueblos: todo tiene el sello de una política Hberal y desinteresada. 

Si los principales Estados de Europa, á pesar de haber logrado la 
reunión de algunos Congresos Internacionales para asuntos de gran 
importancia, no han uniformado aun su Jurisprudencia sobre algu- 
nos puntos capitales de Derecho Internacional Privado, eso no se- 
rá un motivo para que se tache de muy arrogante á esta gran por- 
ción de la América, por haber entrado resueltamente en un sendero que 
todavia no han recorrido otros pueblos mas antiguos y poderosos. 

La organización política de las Repúblicas Americanas, que antes 
fueron colonias españolas, difiere mucho de la que tienen los Esta- 
dos de Europa. En esta parte de la América no hay rivalidades 
odiosas, ni pretensiones de supremacia territorial, ni el temor de 
que la preponderancia de los gobiernos vecinos ponga en peligro la 
independencia nacional. El idioma y las ideas dominantes son igua- 
les; el régimen interior descansa sobre los mismos principios; en 
todas las clases elevadas de la sociedad hay una sed ardiente de ilus- 
tración y mejoras; y en todos los pueblos existe la tendencia á es- 
trecharse con un lazo fraternal. No es, pues, sorprendente, que á vir- 
tud de tantas afinidades morales y políticas , la América latina en- 
cuentre menos obstáculos que otros pueblos para uniformar su Ju- 
risprudencia sobre la condición jurídica de los extranjeros y sobre 
otros ramos de su legislación. 

Las disposiciones adoptadas pueden mejorarse ó ampliarse des- 
pués, si alguna necesidad lo requiere. Pero de todos modos ya se 
han dado los primeros pasos en la via que conduce al tériL'ino de- 
seado por los héroes de nuestra independencia. Ijo que antes pare- 
cia una ilusión, ha comenzado á realizarse. Las Repúblicas signa- 
tarias han levantado una bandera de alianza pacífica; van unidas y 
con ánimo sereno en pos de su prosperidad; y hay la esperanza de 
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que las demás Bepúblicas hermanas las acompañen en una empre- 
sa tan laudable. 

Esa unión, andando el tiempo, dará grandes resultados: aumen- 
tará nuestro crédito exterior; facilitará el desarrollo de todos los 
elementos reparadores que hay en nuestro suelo: perfeccionará 
de una yez nuestras instituciones; y al fin llegará el dia en que 
como lo han vaticinado algunos de nuestros hombres públicos, la 
América tranquila y feliz sea la Patria común de todos los 
americanos. 



Dios guarde á US. 
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\ Eepáblicn del Perú, la Argentina, U 
le Bülivia, la del Ecnador, la de los Es- 
tados Uaiilüí de Veaeznela y la de Co3ta-Rica, recono- 
cieudo a necesidad de nniformar en cnanto sea posible 
1 1 Legislación da loa Eutados Americanos, decidieron, por 
iuiciativa del GLjbíerno del Perú, reunir en Lima un Con - 
greso de Pleijipüteuciarioa JuriscoiíBultos; y nombraron co- 
mo tales: 



LiEEFDBUCADELFERn, 

|l SEfiOR DOCTOR DON AnTONIO ArENAS; 



LA REFUBUCA AEJENTINA, 

||l señor doctor don José E. Uriburu, 
su enviado extraordinario y mtro. plenipotenciario; 



T 





LA REPÚBLICA DE CHILE, 

L SEÑOR DOCTOR DON JoAQUIN pODOY, 
8U ENVIADO.EXTRAORDINARIO YMTRO.PLE|»IIPOTENCIAmO; 

LA REPÚBLICA DE BOLIVIA, 

L SEÑOR DOCTOR DON ZoiLO FlORES, 
8U ENVIADO EXTRAORDINARIO Y MTRa PLENIPOTENCIARIO; 

LA RESDBUCA DEL ECUADOR, 

L SEÑOR DOCTOR DON ^IGUEL TXIOFRIO, 
SU ENVIADO EXTRAORDINARIO Y MTRO. PLENIPOTENCIARIO; 

LA REPÚBLICA DE ESTADOS UNIDOS DE VEN^IELA, 

J^L SEÑOR DOCTOR DON PedRO NaRANJO; 





LA REPÚBLICA DE COSTA RICA, 

L SEÑOR DOCTOR DON AnTONIO ArENASI 



Quienes, previa exhibición de fus respectivos plenos poderes, que halla- 
rou en debida forma, han discutido en una serie de conferencias la primera 
parte del programa acordado, relativa al Derecho Internacional Privado; j 
han convenido en que las naciones, por ellos representadas, adoptarán co^ 
luo ley las disposiciones contenidas en los títulos siguientes: 



TITULO PRIMERO. 



De la ley que rije el Estado y la capacidad jurídica de la"» personas, los bienes situados en 

la República y los contratos celebrados en pais extranjero. 



Articulo 1. ^ 

Los extranjeros gozan en la Bepública de los mismos derechos civiles 
qae los nacionales. 

Articulo 2,^ 



El estado y la capacidad jurídica de las personas se juzgarán por su ley 
nacional, aunque se trate de actos ejecutados ó de bienes existentes en otro 
pais. 

Articulo 3.^ 



Los bienes inmuebles existentes en la Bepública y los muebles que ten- 
gan en ella una situación permanente, serán rejidos por las leyes naciona- 
les, aunque sus dueños sean extranjeros ó no residan en el Estado; salvo lo 
dispuesto en el titulo de las sucesiones. 



Artículo 4. o 



Los contratos celebrados fuera de la Bepública, serán juzgados, en cuan- 
to á su validez intrínseca y efectos jurídicos de sus estipulaciones, por la ley 
del lugar de su celebración; pero si esos contratos por su naturaleza ó por 
convenio de partes tuviesen que cumplirse precisamente la República, 
se sujetarán á las leyes de ésta. En uno y otro caso> el modo de ejecutar- 
los se rejirá por las leyes do la República. 
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Articulo 5.® 



Las formas ó solemnidades externas de los contratos ó de cualesquiera 
otros actos juridicos, se rejirán por la ley del lugar en que lian sido cele- 
brados. 



Artículo 6.® 



La prueba de la autenticidad de los instrumentos otorgados en otro pais, 
estará sujeta á las leyes de la República. 



TITULO SEGUNDO 



De los matrimonios celebrados en palsextrangeroydelos celebrados por extranjeros en la 

República. 



Artículo 7. ® 



La validez del matrimonio para los efectos civiles, se juzgará por la ley 
del lugar en que se ha celebrado. 



Artículo 8. ^ 



Se reputará también válido para los mismos efectos, el matrimonio con- 
traído por un nacional en el extranjero ante el Ájente Diplomático ó Con- 
sular de la República, con arreglo á sus leyes. 



Artículo 9. o 



Blmairimonio celebrado según los cánones de la iglesia católica, produ- 
cirá efectos civiles en la República, aunque no los produzca en el lugar 

en que to 0:^'^-^]^. 
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Artículo 10. 

h% capi3iial jaríln^ pira CDatraer mitríniDaiD sa jusgirá p>r la ley 
nacional de los contrayentes. 

Artículo 11. 

Los extranjeros qa3 pretendan casarse en la Bapáblica, estarán obli- 
gados á probar su capacidal jariiica ante la aat^riiai qaa la lejlo3al de- 
signe. 

Artículo 12. 

También erarán sujetos á las leyes déla Bapública, en lo rdlatiyo á im- 
pedimentos dirimentes. 

Articulo 13. 

Los derechos y deberes per señales que el matrimonio produce éntrelos 
cónyuges, y entre éstos y sus hijos» serán réjalos por la ley del domicilio 
matrimonial; pero si éste variase, se regirán por las leyes del nuevo do- 
micilio. 



Artículo 14. 

Las capitulaciones matrimoniales, celebradas fuera de la Bepública, et- 
taran snjetas á las mismas disposiciones que reglan los contratos. 



Artículo 15. 

No habiendo capitulaciones matrimoniales, la ley del domicilio conyu;* 
gal rejirá los bienes muebles de los cónyuges, sea cual fuere el lugar en 
que aquellos se hallen ó en que hayan sido adquiridos. 

Artículo 16. 

Los bienes inmuebles j los muebles de situación permanente se rejirán, 
en todo caso, por la ley del lugar en que estén situados, conforme al arti^ 
culo 8. 



s*-- 
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Artículo 17. 



El mairímonio disoelto en otro país con arreglo i sos propias lejes, r 
qoe no hobiera podido disolver."^ en la República, no habilitará i loe cónTn- 
jes para contraer nneyas nupcias. 



TITULO TERCERO, 



DE U SOCESIOM. 



Artículo 18. 



La eapaeidad para testar se rejirá por la ley nacional del testador. 



Artículo 19. 



Los eitranjeros podrán testar en la República con arreglo á las leyes del 
is de so nacimiento ó natoralizaclon, ó segon las de sn domicilio. 



Artículo 20. 



La capacidad para suceder y la sace3Í'>n se regiráa por la ley á que se 
haya sujetado el testador, on la3 restricjioae? sigaiente^: 

I"* No tendrán efesto las dísp isicioies te^am^nUríis sobre bienes exis- 
tente? en la República, si se oponen á lo que se estable.^ en el articulo 54. 

2* En la sucesión de nn extranjero teñirla Ijs nir^aiPsá titulo de 
herencia, de porción conjujal, ó de aliment >.h 1 )s* mlsm >s >lere3'i'>s que se- 
gún las leyes del Estad» les c orr jsponi ^rian s)bre la sj*is':oa de otro na- 
cional; y los harán efeetÍTüS en los bienes existentes en el pais. 
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Articulo 21- 

LoB testamentos otorgados fuera de la República y que deban eamplizse 
•B ella, estarán sujetos á las limitaciones establecidas en d artículo an- 
terior. 

Articulo 23. 

Las solemnidades extemas del testamento se rejirán por la ley del lugai 
en que ha sido otorgado. 

Artículo 23. 



Las donaciones inter-vivos se sujetarán á las disposiciones contenidas 
en los artículos anteriores. 

Artículo 24. 

La sucesión intestada se regirá por la ley nacional del difunto con las 
limitaciones contenidas en el arílculo 20. A falta de parientes con dere- 
cho á la herencia, los bienes existentes en la Eepública, quedarán sujetos 
á las leyes de esta. 



TITULO CUARTO 

De la Gompetencia de los Tribunales nacionales sobre actos jurídicos realizados fnera d# 
la República y sobre los celebrados por extranjeros que no residen en ellai 

Artículo 25. 

Los que tengan domicilio eptablecido en la Eepúl Irca, sean nacionales 
6 extranjtros y estén prestnies ó auFentes, pueden ser demandados ante 
los tribunales territoriales para el cumplimiento de contiatos celebrados 
en otro pais. 
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Articulo 26. 



Tftmbien pueden serlo los extranjeros que se hallen en el pafs, aunque no 
sean domiciliados, si e^on contratos se hubiesen celebrado con los naoio- 
nales, ó con otros extranjeros domiciliados en la República. 

Articulo 27. 



Los extranjeros, aunque se hallen ausentes, pueden ser demandados 
ante los tribunales de la Nación. 

1.° Para que cumplan las obligaciones contraidas ó que deban ejecutarse 
en la República. 

2.° Guando se intente contra ellos una acción real oonoerniente á bienes 
que tengan en la República. 

3.^ Si se hubiese estipulado que el Poder Judicial de la República deci- 
da las controversias relativas á obligaciones contraidas en otro pais« 



Articulo 28 



Los extranjeros no domiciliados en la República que entablen alguna de- 
manda conira los naturales ó contra los extranj^Tos naturalizados ó domi- 
ciliados, afianzarán las resultas del juicio, si asi lo exijiere el demandado. 



Articulo 29. 



No se exijirá sin embargo tal fianza en los casos siguientes: 

1.^ Si el extranjero apoyase su demanda en un documento fehaciente,^ 

2.° Si tuviese en la República bienes suficientes; 

3.^ Si la parte liquida y reconocida del crédito cuyo pago solicita, fuese 
bastante para responder de los resultados de su demanda; 

4.^ Si la demanda versare sobre actos comerciales; 

5.® Si el extranjero hubiese sido competido judicialmente á interponer la 
demanda» 
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Artículo 30. 



En los juicios que se promu ivau sobre el camplimiento de obligacionei 
oontraidas en país extranjero, el modo de proceder se arreglará á las leyes 
de la República. 



Articulo 31. 



Se juzgarán también por las mismas leyes las ecepciones provenientes 
de hechos que 'se hayan reallzadD en la República, así comDlas acoiones res- 
cisorias, resolutorias ó revocatorias que se funden en ellos; pero cuando se 
trate de probar la existencia de un acto jurídico, ocurrido fuera del país, 
la prueba se arreglará á la ley del lugar donde ese acto se realizó. 

• 

Artículo 32. 



La prescripción considerada como medio de adquirir bienes, se juzgará 
por la ley de la situación de estos. 



Artículo 33. 



La prescripción considerada como medio de extinguir las obligaciones, 
96 juzgará por la ley del lugar en que éstas hayan tenido origen. 



TITULO QUINTO. 



De h jurisdicción Nacional sobre delitos cometidos en palt extranjero, y sobre los de 

laleiflcacton en perjuicio de otroe Estados. 

8 
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Artículo 34 



1^08 que delinquieren fuera del país> falsificando la moneda nacional, bi- 
lletes de banco de circulación legal, títulos de efectos públicos ú otros do- 
cumentos nacionales, serán juzgados por los tribunales de la BepúbUca 
conforme á sus leyes, cuando sean aprehendidos en su territorio ó se ob- 
tenga su extradición. — También son competentes los tribunales nacionales 
para juzgar; 

1.* A los ciudadanos de la Bepública que hubiesen cometido en país ex- 
tranjero un delito de incendio, asesinato, robo ó cualquier otro que esté 
sujeto á la extradición, siempre que haya acusación de parte ó requerimien- 
to del Gobierno del país en que el delito se hubiese cometido; 

2.® A los extranjeros que, habiendo cometido los mismos delitos contris 
ciudadanos de la Bepública, vengan 6 residir en ella, siempre que preceden 
aeuBacion de parte interesada; 

3.° A los piratas* 

Artictilo 35. 



£1 procedimiento en esoB juicio» se siyetari ¿ las leyes del paia. 



Artículo 36. 



Cuando en el lugar de la perpetración y en el del juicio sea diferente la 
peOA que corresponda al delito, se aplicará la menos severa, 



Artículo 37. 



Las disposiciones que preceden no tendrán efecto: 

1.** Bí el delincuente ha sido juzgado y castigado en el lugar de la per- 
petración del delito; 

^.^ Si ha sido juzgado y absuelto ú obtenido remisión de la pena; 

3.^ Si el delito ó la pena se bnbiesen prescrito con arreglo á la ley del país 
en que se delinquió. 
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Artículo 38. 



La rdspo&f^&bilidad civil proveniente de delitos ó enadi delitos ise r^fiíA 
por la ley del lugar en que se hayan verificado los hechos que los constitu- 
yen. 

Articulo 39. 



Serán castigados en la República conforme á sus leyes, los deKlM con- 
sistentes en falsificar para la circulación: 

1.^ Moneda que tenga curso legal en cualquier pais; 

2.^ Obligaciones ó cupones de la deuda pública, 6 billetes de banco de 
cualquiera nación, con tal que su emisión esté autorizada por una ley de 
la misma; 

3.° Obligaciones ú otros títulos emitidos en cualquier pais por sus mu- 
nicipalidades ó establecimientos públicos de toda especie, 6 cupones de 
intereses ó de dividendos correspcndientc»^ á tales titules; 

4.* Acciones de Sociedades anónimas, legalmente constituida^ en ó(M 
pais. 



TITULO SEXTO 



De h efeetfcioir de fa» sefitencías y otros actos jurfsdictloiwlot 



Articulo 40. 



Las sentencias y cualesquiera otras resoluciones judiciales en materia 
civil, expedidas en las repúblicas Eignatarias, se cumplirán por las autori- 
dades nacionales con sujeción á lo prevenido en este titulo. 
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Articulo 41. 



La ejecución de dichas sentencias ó resoluciones se pedirá al Juez ó 
Tribunal de 1/ Instancia del lugar en que han de cumplirse, para lo que 
se le dirijiri un exhorto con inserción de todas las piezas necesarias. 

Artículo 43. 

El Juez exhortado le dará cumplimiento con sujeción á lo dispuesto en 
el articulo 54. 

1.® Si no se opone á la jurisdicción nacional; 

2.° Si la parte hubiese sido legalmente citada; 

S.^ Ri la sentencia ó resolución estuviese ejecutoriada, con arreglo á la 
ley del pais en que se haya expedido. 

Artículo 43. 



La parte que se considere perjudicada por el auto del Juez exhartado, 
puede interponer los recursos que la ley permita en el pais de la ejecución; 
pero será prohibida toda controversia que no se refiera á algunos de los 
casos puntualizados en el articulo 42, 



Articulo 44. 



Los exhortos que se expidan enlas repúblicas signatarias para la ejecu- 
eion de los laudos ó fallos arbitrales, se cumpliián también con arreglo á 
las disposiciones precedentes, si están homologados. 



Articulo 46. 



Loe laudos que no estén homologados, se tigetarán á las mismas re glas 
que los contratos.. 
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Artículo 46. 



Los actos de jarisdiccion volontaría snrtirán sus efectos bajo las mis- 
mas condiciones establecidas en el articulo 42. 



Artículo 47. 



Los exhortes que tengan por objeto hacer una simple notificación, recibir 
declaraciones, ó cualesquiera otras diligencias de esta naturaleza, se cum- 
plirán siempre que estuviesen debidamente legalizadas. 



Artículo 48. 



Lo dispuesto en los artículos 41, 42, 43 y 44 se observará también res- 
pecto de las sentencias y otros actos judiciales, asi como sobre los arbi- 
trales expedidos en paises extraños á las repúblicas signatarias: 

1 ." Si favorecen el derecho de los ciudadanos de dichas repúblicas; 

2.^ Si aunque sean expedido'^ á favor de otras personas, se acredita 
que en el Estado donde tuvo lugar el jnicio ó el arbitraje» se observa la 
reciprocidad. 



Artículo 49. 



No se exijirá la reciprocidad para ejecutar los exhortes relativos 6 ñoifi§ 
de jurisdicción vcduntaria ó á Bimplee diligencias judiciales. 



Articulo 50. 

Los medios de ejecución para el cumplimiento de los exhortos á que 
refieren los ar iculos anteriores, serán los establecidos en la Bepública. 



•^ 
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TITULO SÉPTIMO. 



De las legalizaciones. 



Artículo 51. 



Para que loB exhortos y otros instrumentos públicos procedentes de un 
paÍB extranjero produzcan efectos legales en la Bepública, su autenticidad 
ferá comprobada conforme á las reglas siguientes: 

Lotí exhortes en que se solicita la ejecución de sentencias y laudos, se- 
rán legalizados en la Nación de su procedencia, conforme á la ley ó prácti- 
ca establecida en ella. 

Si la última firma de esa legalización fuese la del Ájente Diplomátieo ó 
Consular del país de la ejecución, será autenticada por el Ministro de Bela- 
eiones Exteriores del mismo. 

Si la última firma fuere la del Ájente Diplomático ó Consular de una Na- 
ción amiga, el .Representante ó Agente de ésta en el país de la ejecución 
a autenticará y pasará el exhorto al Ministro de Belaciones Exteriores pa- 
ra los efectos indicados en el inciso anterior. 

Si la Nación de que procede el exhorto, tuviese en el país en que ha de 
cumplirse Agente Diplomático ó Consular, podrá el Ministro de Belaciones 
Exteriores de aquella nación, remitirle el exhorto para que, previa la au- 
tenticación de su firma, pase al de igual clase de la nación en que ha de 
ejecutarse á fin de que le dé el curso respectivo. 



Artículo 52. 



Los demás documentos surtirán sus efectos, si son legalizados por el 
Ájente Diplomático ó Consular de la Bepública, ó de manera que la compro- 
bación pueda hacerse por el Ministro de Belaciones Exteriores del país d« 
la ejecución. r 
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TITULO OCTAVO 



Disposiciones comunos á los títulos procedentes. 



Artículo 63. 



Las disposiciones de los títulos anteriores no alteran las establecidas en 
los tratados yigentes con otras naciones. 



Artículo 54. 



Las leyes, sentencias, contratos y demás actos jurídicos que hajan teni 
dos origen en' país extranjero, solo se observaran en la República, en cuan- 
to no sean incompatibles con su Constitución Política, con las leyes de or- 
den público ó con las buenas costumbres. 



Artículo 55. 



Corresponde al que invoca una ley extranjera y pide su aplicación eom- 
forme á los títulos precedentes, probar la existencia de dicha ley. 



Artículo 56. 



El presente Tratado aprobado que sea por los Congresos y ratificado por 
los Oobiemos de las Bepúblicas signatarias, será canjeado en Lima en el 
menor tiempo posible. 



^ 
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Artículo 57. 



No es indispensable para la vigencia de este Tratado la aprobación de 
todas 7 cada ana de sus estipulaciones por todas las naciones signatarias. 
La que te apruebe, en todo ó en parte, lo comunicara al Gobierno del Perú 
para que lo trasmita á las demás naciones contratantes. Este procedimien- 
to hará las veces de canje. 



Artículo 58. 



Hecho el canje en la forma [indicada en el articulo anterior, el Tratado 
quedará en vigor desde ese acto, y por tiempo indefinido, entre las^naciones 
que lo hubieren efectuado. 



Artículo 59. 



Si con el trascurso del tiempo, alguna de las naciones contratantes cre- 
yere necesario introducir modificaciones en este Tratado, notificará á las 
domas su voluntad de hacer cesar sus efectos en la parte correspondiente; 
pero no quedará desligada, sino trésnanos después de ese acto, término en 
que Be procurará llegar á un nuevo acuerdo por la vía y en la forma que be 
juzgue mas convemiente. 



Articulo 60. 



El articulo 57 es extensivo á las Bepúblicas que, no habiendo concurrido 
i este eongresOy quisiesen adherirse al presente Tratado. 



IT 



N F£ (le lo eual, los Plenipotenciarios da las Hcpáblieaf^ menciona- 
das lo hornos firmado y sellado en el número de siete ejemplares t>n 

Lima, á los naeye dias del mes de Noviembre del %i\o du mil ochocientos 

setenta j ocho. 




(L. S.) 



Antonio Arenas. 



(L. S.) 



José E. ÜRiBunr. 



(L. S.) 



Joaquín Godoy 



(L. S.) 



Zoilo Flores. 



(L. S.) 



Miguel Riofrio. 



(L. 8.) 



Pedro Naranjo. 



(L. S.) 



Antonio Arenas. 



NOTA. 



De los principios ya establecidos se habia pensado deducir algu- 
nas reglas, referentes á letras de cambio, sociedades colectivas, 
ídem anónimas y Falencias. Pero, se acordó posteriormente consi- 
derar asas materias, cuando se presentase el proyecto sobre los 
pantos en qne pueden uniformarse las legislaciones mercantiles. 
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ada fuerza la obligacioni> 
<Lse oponga las leyesj> 
üsatisfícer muchasi> 
^necesidad de la asocia" 
ciom> 

remitidos por una autoridad remitidos por una anto 

ridad extraña 



dá fuerza á la obligación, 
se oponga á las leyes. 
y satisfacer muchas, 
interés de la aso- 



ciación. 
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